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NOTA EXPLICATIVA

El presente estudio constituye nuestro aporte personal
al Primer Congreso de Derecho Administrativo Bolíva­
riano que, acertada y oportunamente, ha organizado el
Instituto Colombiano de Derecho Administrativo, y que
se celebra en Cartagena, Colombia, del 17 al 22 de julio
de 1983.

Sin duda, esta iniciativa de nuestros colegas colom­
bianos, auspiciada por el Instituto y, particularmente, por
los distinguidos profesionales que lo dirigen, doctores
Alvaro León Cajiado Bolaños; Hernando Herrera Ver­
gala; Susana Montes de Echeverri; Gustavo Humberto
Rodriguez; Carlos Octavio Rodriguez Vázquez, y Jaime
Mossos Guarnizo, de organizar este Congreso, es el mejor
homenaje que los Profesores de Derecho Administrativo
de los países bolivarianos podemos hacer a la memoria
del Libertador Simón Bolívar, creador del Consejo de
Estado colombiano, con ocasión de celebrarse este año el
Bicentenario de su nacimiento.

El tema que debemos exponer en el Congreso es el
general sobre "El Derecho Administrativo en Venezuela";
sin embargo, por el hecho de estar auspiciado el evento por
el Consejo de Estado y la jurisdicción contencíoso-admí­
nistrativa colombianos, hemos creído oportuno presentar
este estudio sobre la jurisdicción contencioso-administra­
tiva en Venezuela. Para ello, en virtud de que hemos
tratado el tema en otros estudios, hemos partido del
contenido del Capítulo JI de la Quinta Parte de nuestro
libro Instituciones Políticas y Constitucionales, Caracas­
San Cristóbal 1982, el cual, aún de reciente edición,
ya está agotado, y cuyas páginas 647 a 713 están destí­
nadas, precisamente, a exponer los aspectos más relevan­
tes de la jurisdicción contencioso-administrativa.

La Asociación Venezolana de Derecho Administrativo
y Ciencias de la Administración ha decidido auspiciar
esta publicación, como una colaboración a la realización
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del Congreso en Cartagena, asociándose así, al homenaje
que toda América Latina rinde al Libertador.

Por último, debemos expresar nuestro agradecimiento
al Presidente del Consejo de Estado y Presidente de este
Congreso, Dr. Humberto Mora Ose]o, asi como a los
miembros de la Junta Directiva del Instituto Colombiano
de Derecho Administrativo, organizadores del Congreso,
la amable invitación que nos han formulado para partí­
cipar en el mismo, lo que esperamos contribuya al refor­
zamiento de los lazos de amistad que existen entre nues­
tros paises.

Caracas, ¡ulio de 1983.

ALLAN R. BREWER-CARfAS
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LA JURISDICCION
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

1. INTRODUCCION

Es indudable que en Venezuela, en la base de la ju­
risdicción contencioso-administrativa, se encuentra el
principio de la legalidad. es decir, aquel axioma juri­
dico según el cual toda actuación de la Administración
Pública debe cumplirse con arreglo a la Ley. lo que,
por otra parte, es de la esencia del Estado de Dere­
cho 1,

El yrincipio de la legalidad. en este sentido, surge
con e Estado de Derecho al formularse la necesidad
de que el Estado se someta a la Ley, ]0 que implica
que la no sujeción de la Administración a. la Leyes
susceptible de ser controlada por los tribunales. La [u­
risdicci6n contencioso-administrativa es, en esta forma.
entonces, una de las garantías del principio de la le­
galidad.

En efecto, como se ha visto, los particulares pueden
exigir el control de la legalidad y de la oportunidad de
los actos administrativos mediante el ejercicio de los re­
cursos administrativos, es decir, del recurso jerárquico,
del recurso de reconsideracíón y del recurso de revi­
sión regulados en la Ley Orgánica de Procedimientos
Administrativos de 1981. Estos tres tipos de recursos ad­
ministrativos permiten a los interesados exigir el control
de la legalidad de los actos dentro de la propia Admi­
nistración, además de que les permite exigir un control
y revisión de la oportunidad de los actos cuestionados.
Es decir, en el ámbito administrativo puede decirse
que. además de la garantía de la legalidad, existe la
garantía del control de la oportunidad o inoportunidad
de una actuación administrativa.

Pero fuera del seno de la propia Administración. el
principio de la legalidad tiene su respuesta en la ga-

1. Antonio Moles Ceubee, El Principio de LegdUdad y sus ¡mpU­
cdeiones, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Dere­
cho, Publicaciones del Instituto de Derecho Público, Caracas
1974.
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rantía jurisdiccional frente a los actos y las actuacio­
nes administrativas, la cual se configura en la jurisdío­
ci6n contencíoso-admínístratlva, es decir, en el con­
junto de órganos jurisdiccionales encargados de con­
trolar el cumplimiento del principio de la legalidad y
de la legitimidad por la Administración, por sus ac­
tos y actividad administrativa. y por las relaciones ju­
rídico-administrativas, en las cuales aquélla interven­
ga :.

La norma fundamental que consagra esta jurisdic­
ción en Venezuela está contenida en el artículo 206 de
la Constitución de 1961, cuyo texto es el siguiente: "La
jurisidicción contencioso-administrativa corresponde a
la Corte Suprema de Justicia y a los demás Tribunales
que determine la ley". "Los órganos de la jurisdicción
contencioso-administrativa son competentes para anu­
lar los actos administrativos generales o individuales
contrarios a derecho, incluso por desviación de poder;
condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación
de daños y perjuicios originados en responsabilidad de
la administración, y disponer lo necesario para el res­
tablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas le­
sionadas por la actividad administrativa". Ha sido pre­
cisamente en base a esta norma constitucional que en
Venezuela se construyó la teoría del contencioso-admi­
nistrativo venezolano, destacándose además su ímpor­
tante efecto en lo que se ha llamado el proceso de
constitucionalización del derecho administrativo. Con
arreglo a esta teoría, elaborada Fr la jurisprudencia de
la Corte Suprema de Justicia y desarrollada por la
doctrina nacional" se elaboró la ley Orgánica de la

2. Allan R. Brewer-Carías, Las Institudones Fundamentales del
Derecho Administrativo 'Y la Jurisprudencia Venezolana, Publi.
cecíooes de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Ve·
nezuela, Caracas 1964, pp. 295 Y ss.

3. AlIan R. Beewer-Ceríes, Jurisprudencia de la Corte Suprem4
1930-74 'J E.rtttdios de Derecho Administrativo, Tomo V, La
Jurisdhción Contencioso·Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto
de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central
de Ven=ucJa, Csrsc"ss 1978.

4. Luis Torrealba Narváez, "Consideraciones acerca de la Juris­
dicción Ccnrendoso-Admiolsrredva, su Procedimiento y Algu­
nas Relaciones de éste con el de la Jurisdicción Judidal Civil"
en: Ana/es de la Facultad de Derecho, Universidad Central de
Venezuela, Caracas 1951; Eloy Lares Mardnez, Manual de D"e·
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Corte Suprema de Justicia de 1976 e que regula en la
actualidad, transitoriamente, el procedimiento conten­
cioso-administrativo y los órganos de esta jurisdicción
especial.

En efecto, de acuerdo a la Constitución, y a la Ley
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, la jurisdic­
ción contencioso-administrativa en Venezuela está ínte­
grada al Poder Judicial, por lo que los tribunales que
tienen competencia en esta jurisdicción, lo que tienen
en realidad es una competencia especial. En Venezuela,
por tanto, el derecho administrativo no se construye en
base a los criterios de distinción entre jurisdicción íu­
dicial y jurisdicción administrativa, tan extendido en el
derecho administrativo francés. Por ello, sin lugar a du­
das, puede decirse que la evolución y la concepción de
la jurisdicción contencioso-administrativa en Venezue­
la es distinta de la que surge en Francia. En efecto, en
Venezuela hay una tradición bastante larga de un'].
competencia especializada de determinados tribunales
para conocer de litigios en los cuales interviene la Ad­
ministración, pero integrados en el Poder Judicial 6. Por
ejemplo, en materia de anulación de actos administrati­
vos, es la Constitución de 1925 la que por primera vez
consagró la posibilidad de que la antigua Corte Fede­
ral y de Casación declarase la nulidad de ciertos actos,
decretos y reglamentos del Poder Ejecutivo, referidos
más precisamente, en esa época, a los decretos y regla­
mentos del Presidente de la República y de los actos

cho AdminiJtrativo, 4* edición, Facultad de Derecho, Universi­
dad Central de Venezuela, Caracas 1978; AlIan R. Brewer-Ca­
rías, Las Im#tuctones ... , op. cis.; pp. 295 Y ss.; Hildegard
Rondón de Sansó, El SiJtema Comenoioso-Administrasioo de la
Ca"era AdminiJtrattva. Instituciones. Procedimiento y Juris­
prudencia. Ediciones Magón, Caracas 1974.

5• Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio
de 1976 en Gaceta Oficial W' 1.893 Extraordinaria del 30-7·76.

6. Martín Pérez Guevara, "Prólogo", en ABan R. Brewer-Carfas.
juriJprmiencia de la Corte Suprema 1930·74 y Bstedics de De­
recho AdminiJtrativo, Tomo 11, Ordenamiento Orgánico y Tri­
butaNO del Bit4!--o, Insriruro de Derecho Público, Facultad de
Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1976,
pp. 1·10.
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ejecutados con "extralimitación de facultades"'. Este
principio, establecido en 1925 tuvo una evolución bas­
tante rápida, pues en la Constitución de 1931 se amplió
a todos los actos administrativos e incluso agrega, los
viciados "de ilegalidad o abuso de poder" a.

Pero la competencia atribuida a la Corte Suprema
de Justicia en materia administrativa no se inicia en
el año de 1925, sino que realmente se remonta a la Cons­
titución del año 1830, la cual atribuyó a la Corte com­
petencia para conocer de controversias que resultaran
de contratos o negociaciones en los cuales interviniera
el Ejecutivo Nacíonal". Esta competencia se amplió en
1864 y se estableció la distinción entre "juicios civiles
cuando sea demandada la República" y "contratos o
negociaciones que celebrare el Presidente de la Unión",
lo que permite ver una aplicación de la célebre 'Teoría
del Fisco" 10.

En el año de 1925, la Constituci6n también se refie­
re a la materia de contratos, al regular en forma am­
pliada las competencias del Tribunal Supremo para co­
nocer las cuestiones de nulidad, caducidad, resolución,
alcance, interpretación y cumplimiento de los contra­
tos celebrados por el Ejecutivo Nacional 11; y en el texto
de 1961, se aclar6 definitivamente el panorama, como
se deduce de la norma citada contenida en el artículo
206, la cual incluye la competencia de la Corte en ma­
teria de responsabilidad de la Administración en gene­
ral, lo cual abarca no sólo la contractual. sino también
la extracontractuaI. Este principio ha sido desarrollado.
en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de
1976.

Se puede decir por tanto que en Venezuela, la juris­
dicción contencioso-administrativa surge en materia de
contencioso de anulación en 1925, y en materia de ple­
na jurisidicción, en el ámbito contractual en 1830, co­
roo un fuero judicial especial para la Administración
Pública.

7. Artículo 119, ords. 12 y 42, Constitud6n 1925.
8. Artículo 120, crd. 12, Constitución 1931.
9. Artículo 147, ord. 5, ConstitutÍón 1830.

10. Articulo 89. crd, 6 y te, Constitución 1864.
11. Artículo 120, crd. 13. Constitución 1925.
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2. LAS CARACTERISTICAS DE LA jURISDICCION
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

El proceso de configuración de esta jurisdicción es­
pecial culmina en la Constitución de 1961, y del texto
constitucional, ahora desarrollado por la Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia. pueden distinguirse
algunas características fundamentales de la misma, que
analizaremos a continuación.

En primer lugar, como se ha señalado, no se trata
de una jurisdicción administrativa en contraposición a
la jurisdicción ordinaria civil o mercantil, sino de una
competencia especializada dentro de un único Poder
Judicial que corresponde a ciertos tribunales, a la cual
están sometidas ciertas personas de derecho adminis­
trativo y que juzga determinados actos de éstas, o rela­
ciones juridicas de derecho administrativo; y esa jurís­
dicción especial, con competencia específica, se le atri­
buye a la Corte Suprema de Justicia, como principio
general, la cual se había venido ampliando al atribuirse
también en forma especializada a determinados tribu­
nales como el Tribunal del Impuesto Sobre la Renta y
el Tribunal de la Carrera Administrativa 12, La Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, además, ha
creado tribunales con competencia general contencio­
so-administrativa en forma transitoria: la Corte Primera
de lo Contencíoso-Adminístratlvo y los Tribunales Supe.
riores con competencia en esta materia.

En segundo lugar, aparte de tratarse de una jurisdic­
ci6n especial, la jurisdicción contencioso-administrativa
tiene por objeto controlar a la Administración Pública,
y en este sentido la noci6n de "Administración Públi­
ca" puede delimitarse, según los casos, conforme al
artículo 206 de la Constitución, de acuerdo a un crite­
rio material o un criterio orgánico. De acuerdo al cri-

12. "Al margen debemos señalar que otros tribunales como el
Tribunal de Apelaciones de Inquilinato, por el carácter híbrido
de sus competencias no conocen realmente de competencias
propias del conrencioso-administrativo", Véase Allaa R. Bre­
wer-Carías, "Estudio sobre la Ley de Regulación de Alquileres
de 19 de agosto de 1960", en Revista del Colegio de Abogados
del Distrito Pederal, NI' 113, Caracas, julio-septiembre de
1960, Caracas, pp, 217·232,
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terio material, cuando la Constitución se refiere a la
"responsabilidad de la Administración" en realidad se
refiere a las consecuencias de una actividad pública ad­
ministratíva, poniendo mayor énfasis en la actuación
que en la persona actuante. En base al criterio orgáni­
co por "Administración" a los efectos de la jurisdicción
contencioso-administrativa, ha de entenderse funda­
mentalmente a las personas jurídicas estatales actuando
o no en ejercicio de una potestad pública. En este sen­
tido, pueden distinguirse dos tipos de personas estata­
les: las de derecho público y las de derecho privado.
En cuanto a las de derecho público, estas son las per­
sonas político-territoriales que son la República, los Es­
tados Federados y las Municipalidades; y las personas
de derecho público no territoriales o establecimientos
públicos, es decir. aquellas personas jurídicas creadas
por el Estado mediante ley, para descentralizar deter­
minadas actividades, las cuales pueden ser de tres ca­
tegorías fundamentales: los establecimientos públicos
institucionales o institutos autónomos, los establecimien­
tos públicos corporativos, como las Universidades Na­
cionales o los Colegios Profesionales, y los estableci­
mientos públicos asociativos, como el Banco Central de
Venezuela. En cuanto a las personas jurídicas de dere­
cho privado, quedan sometidas a la jurisdicci6n con­
tencioso-administrativa. aquellas creadas por el Estado
para la realizaci6n de actividades fundamentalmente
en el campo económico, es decir, las empresas del Es­
tado establecidas como sociedades mercantiles con ca­
pital público o mixto, según las reglas del Derecho Pri­
vado comercial 13•

En tercer lugar, otra de las características de la ju­
risdicción contencioso-administrativa en Venezuela, re­
sulta del hecho de que la misma tiene por objeto ejer­
cer el control sobre la actividad de la Administración
Pública. Antes de la entrada en vigencia de la Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, sin embargo
no toda la actividad desarrollada por las personas de
derecho público caía bajo el ámbito de la jurisdicción

13. Allan R. Brewer-Carias, Régimen llHWco Je las Em~es4S
Públic4S en Venezuela, Centro Latinoamericano de Adminis­
tración para el Desarrollo (CLAD), Caracas 19l:l0.
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contencioso-administrativa. En muchos casos había ac­
tuaciones de los entes públicos que no estaban sujetas al
derecho administrativo y que estaban sometidas a la
jurisdicción ordinaria. como por ejemplo. litigios de
institutos autónomos en materia mercantil que no co­
rrespondían a la jurisdicción contencioso-administrati­
va. En este sentido la Corte Suprema de Justicia había
puntualizado en 1969 14 que la legislación preveía el re­
curso contencioso-administrativo respecto a las "preten­
siones fundadas en precepto de derecho administrati­
vo". De acuerdo a esta interpretación jurisprudencial,
podía decirse que la jurisdicción contencioso-adminis­
trativa en Venezuela era competente para conocer como
jurisdicción judicial especial. de los actos, hechos y
relaciones jurídicas sometidos al derecho administrativo,
y para controlar, en especial, la legitimidad y la legalt­
dad de la actuaci6n de la Administraci6n Pública 15. Sin
embargo, a partir de la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia de 1976, la jurisdicci6n contencioso­
administrativa se establece como un fuero general, res­
pecto de casi todas las personas jurídicas estatales. Por
tanto, no s610 los juicios de nulidad de actos adminis­
trativos emanados de los entes de derecho público co­
rresponden a esta jurisdicci6n; sino que también com­
pete a sus 6rganos el conocimiento de las demandas
por cualquier causa intentadas no sólo contra los entes
públicos, sino también contra las empresas del Esta­
do 16.

Por otra parte, el control contencioso-administrativo,
puede ser de la legitimidad o de la legalidad de la ac­
tuación de los entes de la Administración. Mediante el
control de la legalidad de los actos administrativos, los
6rganos de la jurisdicci6n contencioso-administrativa,
mediante su competencia de anulación, pueden anular
los actos administrativos, generales o individuales con-

14. Ver A11an R. Brewer-Carfas, Jurisprudencia de la Corte Su·
premtt 1930·74 J Eltudios de Derecho Administrativo, Tomo
V .•. op. cit.

15. .Allan R. Brewer-Carlas, lAs lmtituciones . . • op. cis., pp. 311
y ss.

16. Artículo 42 de la Ley Or.l':ánica de la Corte Suprema de jus­
ticia y Allan R. Brewer-Carías, Régimen Jurídico ... op, cit.
Y es.
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trarios a derecho, incluso por desviación de poder. Me­
diante el control de la legitimidad de la actuación de
los órganos de la Administración, los tribunales conten~

cíoso-admíntstratívos deben vigilar que dicha actuación
DO se realice SiD titulo determinado, es decir, sin poder
legítimo fundado en la Ley. El conocimiento de estas
cuestiones da origen a una competencia llamada de
plena jurisdiccioo, la cual implica la posibilidad no só­
lo para anular actos administrativos. sino para declarar
a la Administración responsable por daños y perjuicios,
restablecer situaciones jurídicas subjetivas lesionadas
por la Administración, o condenar al pago de sumas de
dinero a la Administración.

3 . LA COMPETENCIA DE LA JURISOICCION
CONlENCIOSO-ADMINISTRATIV A

Definidas las características de esta jurisdicción, in­
teresa precisar cuál es la competencia de la misma, y
los problemas a analizarse con tal motivo son, por una
parte, determinar la materia que esta jurisdicción está
obligada a conocer y, por la otra, precisar los poderes
del Juez en el conocimiento de esa materia a la cual
está obligado a conocer, tenido en cuenta que en
Venezuela, la competencia de la jurisdicción contencio­
so-administrativa es de orden público 11.

A. Delimitación de la competencia

En cuanto a la delimitación de la competencia, en
términos generales, la competencia de la jurisdicción
contencioso-administrativa en Venezuela ya no está es­
tablecido exclusivamente por la materia, como sucedía
antes de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus­
ticia. Así, puede decirse que antes de 1976, dicha com­
petencia se establecía por la naturaleza de los litigios
en que intervenía la Administración Pública y, por su­
puesto, para determinar esa naturaleza, decían tenerse
particularmente en cuenta las tres nociones que indica
el artículo 206 de la Constitución: actos administrativos,

17 • Artículo 6 del C6digo Civil.
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Administración y actividad administrativa. Empleando
estos tres elementos se podía decir entonces que la com­
petencia de la jurisdicción contencioso-administrativa
abarcaba el conocimiento de los litigios en que la Ad­
ministración era parte, originados ya sea en sus actos
administrativos o en su actividad administrativa 18,

La Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de
1976 ha variado esta definición de la competencia por
la materia, y ahora se define como un fuero de los ór­
ganos del Estado. Así, es competente la jurisdicción
contencioso-administrativa para conocer de los juicios
de nulidad contra los actos administrativos y de cual­
quier demanda contra las personas jurídicas de derecho
público estatales y contra las empresas del Estado 19.

En todo caso, este ámbito de competencia debe pre­
cisarse. En primer lugar implica, como es obvio, la
exclusión de la competencia de la jurisdicción conten­
cioso-administrativa de las actividades de otros entes
jurídicos extraños al Estado Venezolano y a la Admi­
nistración Pública venezolana. Litigios entre particula­
res, por ejemplo, no pueden ser objeto de la jurisdic­
ción contencioso-administrativa, y un conflicto entre
partes privadas no puede ser llevado nunca ante esa
jurisdicción, así como tampoco lo puede ser un litigio
en el cual interviene un Estado extranjero y un par­
ticular. En definitiva, para que intervenga la jurisdic­
ción contencioso-administrativa, es necesario que en el
conflicto incida una actividad realizada por una perso­
na jurídica estatal. Este elemento es el que nos ha lle­
vado a pensar que la mayoría de los litigios de los cua­
les conoce el Tribunal de Apelaciones de Inquilinato
no son contencioso-administrativos, porque la esencia
de los mismos es en realidad, un conflicto entre particu­
lares. En la reclamación de un reintegro por pago in­
debido de alquileres, es un inquilino quien reclama a
un arrendador, por lo que materialmente, el conflicto
por el mayor o menor canon de arrendamiento pagado
entre el inquilino y arrendador, es un conflicto entre
partes, donde la Administración muy poco hace, y si

18. AlIaD R. Brewer-Carfes, Lar Instituciones ..• op. cit., pp. lOS
y ss.

19. Articulo 42 de la Ley Oraánica de la Corte Suprema de Jus­
ticia.
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en algo hay una intervención administrativa por razo­
nes de interés social, esa actuación se limita a la deter­
minaci6n de un elemento del contrato de arrendamien­
to: el precio, pero el litigio que surge es realmente un
litigio entre particulares.

En segundo lugar, el principio también implica la
exclusión de toda competencia de esta jurisdicción en
relación a los actos legislativos, judiciales y de gobier­
no. Esto no implica, por supuesto, que los actos admi­
nistrativos de las Cámaras Legislativas y de los Tribu­
nales no sean recurribles ante la jurisidiceión conten­
cioso-administrativa. Un acto de policía interna de las
Cámaras, o un acto de éstas relativo al Estatuto del
Personal de sus funcionarios _permanentes, son actos
administrativos recurribles ante la jurisdicción conten­
cioso-administrativa, a pesar de que emanen de un 6r~

gano legislativo, el cual, en este caso, actúa en ejercicio
de una función administrativa. Por ello, al señalar que
quedan excluídos los actos legislativos, en realidad nos
referimos a los actos cumplidos en ejercicio de la fun­
ción legislativa o de gobierno; pero los actos que se
cumplen por dichos órganos legislativos. en ejercicio
de la función administrativa. si son actos susceptibles
de ser recurridos ante la jurisidicci6n contencíoso-ad­
ministrativa. Este mismo razonamiento se aplica res­
pecto de los actos administrativos del Poder Judicial 20.

En cuanto a los actos de gobierno, es decir, aquellas
actividades del Poder Ejecutivo cumplidas en ejerci­
cio directo de la Constitución, quedan también exclui­
das de la jurisdicción contecíoso-admtnístratíva, pues
caen bajo el ámbito de la jurisdicción constitucional 21.

B. Los poderes del Juez

Pero al hablar de la competencia de la jurisdicci6n
contencioso-administrativa, además de determinar su
ámbito, debemos precisar cuáles son los poderes que

20.

21.
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Allan R. Beewee-Cerías, Lar Instituciones••• ap. dt., P$). 108
Y ss.
láe~, y Allan R. Brewer-Carfas, El cont,.ol de la Constilucia·
mUiddtl de los Acto! Estatale!, Editorial Jurídica Venezolana,
Colección Estudios Jurídicos, N9 2, Caracas 1977.



el Juez puede ejercer en relación a las materias de las
cuales puede conocer.

En efecto, en primer lugar, el Juez contencioso-ad­
ministrativo puede declarar la nulidad de los actos ad­
ministrativos por ilegalidad, en general, por contrarie-'
dad al derecho. Ello está establecido no sólo en los ar­
tículos 206 y 215 de la Constitución, sino también en
la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, cuya
normativa es la que regula legalmente, por ahora, esta
competencia en Venezuela. Conforme a estas normas,
la Corte Suprema de Justicia y los tribunales con com­
petencia en lo contencioso-administrativo, tienen compe­
tencia para conocer de "la nulidad de actos administrati­
vos, generales o individuales, contrarios a derecho, inclu­
so por desviación de poder". Esto es lo que da origen a
un tipo de competencia, que es la competencia de anu­
lación, y por tanto, a un tipo de recurso para que se
produzca el ejercicio de esta competencia por la Corte,
o sea, el recurso contencioso-administrativo de anu­
lación.

Pero además de declarar la nulidad de los actos ad­
ministrativos, al declarar procedente el recurso en la
sentencia definitiva 22 el Juez contencioso-administrati­
vo puede declarar inadmisible el recurso, cuando no
se cumplen las condiciones de recurribilidad o requisitos
procesales del mismo, lo cual puede decidirse en el auto
de admisión o posteriormente, en decisión previa o en la
definitiva 23.

Aparte de estas cuestiones de anulación o de inad­
misibilidad que se pueden suscitar ante la jurisdicción
contencioso-administrativa, deben destacarse todas las
otras cuestiones en las cuales no se plantea, exclusiva­
mente, la nulidad de actos administrativos. En efecto,
la Constitución en su artículo 206 también atribuye
competencia a los tribunales contencioso-administrati­
vos para restablecer las situaciones jurídicas subjetivas
lesionadas por la actividad administrativa. Ello da ori­
gen, a la competencia de plena jurisdicción regulada
en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en

22. Ardculo 131 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

23. Attículos 115, 124 Y 130 de la Ley Orgánica de la Corre
Suprema de Justicia.
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la cual los tribunales contencioso-administrativos no en­
cuentran limitada su actuación a declarar o no la nu­
lidad de un acto administrativo por motivos de ilegali­
dad, sino que, por el contrario, tienen una competencia
ampliada y plena. pues pueden conocer y decidir con
plenitud, dentro de los límites de su competencia, de
todas las demandas que se intenten contra los entes
públicos estatales y empresas del Estado 24,

En esta forma, en el caso del contencioso de plena
jurisdicción, como su mismo nombre lo indica, la de­
cisión del Juez puede ser cualquier decisión jurídica­
mente útil que se solicite; y no sólo referida a actos ad­
ministrativos, sino referida en sentido amplio, a toda
la actividad de la Administración. Por supuesto que
puede haber un acto de por medio en la decisión que
se solicita al Juez; pero también puede haber cualquier
otro hecho o relación jurídica. La Constitución, en ese
sentido, señala algunos supuestos de la competencia de
plena jurisdicción cuando insiste en su artículo 206 so­
bre «la condena al pago de sumas de dinero, la repa­
ración de daños y perjuicios, originados por responsa­
bilidad de la Administración; o el restablecimiento de
situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la activi­
dad administrativa".

De acuerdo a esta norma, es indudable que estamos
ante una competencia plena, lo suficientemente amplia
como para admitir cualquier tipo de pedimento frente
a la Administración de parte de un particular lesiona­
do, por supuesto, en un derecho subjetivo; e inclusive,
en la competencia de plena jurisdicción, el Juez con­
tencioso puede conocer de la anulación de actos admi­
nistrativos. En este sentido, debe indicarse que si bien
hay una distinción entre el recurso de anulación, por
una parte, y el recurso de plena jurisdicción, por la
otra, ello no implica que en 'e] recurso de plena juris­
dicción no se pueda pedir la nulidad de un acto, cuan­
do un particular intenta una demanda contra la Ad­
ministración, exigiendo por ejemplo, una indemnización
por determinada cantidad de dinero, por resolución uni­
lateral de un contrato, en la cual plantea la nulidad del

24. Artículos 103 y ss., y 131 de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia.
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acto administrativo que le negó el pago de esa canti­
dad o del acto administrativo que ordenó la resolución
del contrato, sin que se acordara la indemnización. En
estos casos, sin embargo, el problema está en determi­
nar los efectos de la anulación. Dada la naturaleza de
la contención que se establece en el recurso de plena
jurisdicción, que es realmente una contención entre una
parte y el Estado por el restablecimiento de una situa­
ción jurídica subjetiva lesionada, su decisión tendría
efectos ínter-partes. Por ella podría surgir la pregunta
de si la decisión que el Juez tome anulando un acto en
el caso de un recurso de plena jurisdicción, es una de­
cisión que tiene solo efecto inter-partes; 0, al contrario,
efectos erga omnes, como serian los de la anulación dic­
tada por vía del recurso contencioso-administrativo de
anulación 25.

En tercer lugar. además de los poderes de anulación
y de plena jurisdicción. un tercer tipo de competencia
puede ser ejercida por la jurisdicción contencioso-ad­
ministrativa. Se trata de las competencias de interpreta­
ción.

En relación a éstas últimas. debe señalarse que antes
de 1976 no era'usual hablar en Venezuela de que exis­
tiera una competencia de interpretación en el ámbito
de la jurisdicción contencioso-administrativa. En efec­
to. el problema no se habia planteado ni siquiera en la
doctrina hasta 1965 cuando con motivo de un litigio
particular. hubo la oportunidad de trabajar un proble­
ma contencioso de interpretación, basado en el análi­
sis de la existencia en Venezuela de un recurso contcn­
cíoso-admíntstrativo de interpretación en materia con­
tractual, fundamentado en la antigua Ley Orgánica de
la Corte Federal cuyas normas atribuían a la Corte Su­
prema de Justicia competencia para conocer, en juicio
contencioso, de todas las cuestiones por nulidad. reso­
lución. alcance. ínterpretacíón, etc.• en relación a los
contratos suscritos por la Administración Pública Na­
cional M. Por la otra parte, en la Ley de Carrera Ad-

25.

26.

"Nos hemos indinado por la primera solución. dada la na­
turaleza del recurso". Véase AlIaa R. Brewer-Carias, Las lns­
tituciones. .. op. cit.
Allan R. Brewer-Cacías y Enrique Pérez Olivares. "El Recur­
so Contencioso-Administrativo de Interpretación en el Sisre-
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ministrativa de 1970 se consagró expresamente también
el recurso de interpretación, ante el Tribunal de la Ca­
ITera Administrativa, en relación a las dudas que surjan
en cuanto a la aplicación e interpretación de dicha Ley
y su Reglamento, aclarándose que el ejercicio de di­
cho recurso no puede ser motivo para la paralización de
ninguna medida que las autoridades competentes pue­
dan ordenar 2'. Mediante esta norma legal se puede
decir que por primera 'vez en Venezuela se consagró
expresamente la competencia de interpretación atribuí­
da a la jurisdicción contencioso-administrativa, aún
cuando en este caso, limitada al contencioso funciona­
rial.

Posteriormente, en la Ley Orgánica de la Corte Su­
pIerna de Justicia se estableció en forma general, la
competencia del Supremo Tribunal para "conocer del
recurso de interpretación y resolver las consultas que
se le formulen acerca del alcance e inteligencia de los
textos legales" pero "en los casos previstos en la ley" 28,

con lo cual queda por ser regulada dicha competencia.

C. Las excepciones a la competencia

Ahora bien, el principio que se deduce de todo lo
anteriormente señalado, de reservar a los tribunales con­
tencioso-administrativos competencia para declarar la
nulidad de los actos administrativos, generales o indivi­
duales, y para conocer de los recursos de plena juris­
dicción y de interpretación, tiene en Venezuela algunas
excepciones sobre todo en materia de anulación de actos
administrativos. En efecto, en dos supuestos, Tribuna­
les no pertenecen a la jurisdicción contencioso-ad­
ministrativa tendrian competencia, hasta cierto punto,
para declarar la nulidad de ciertos actos administrati­
vos: se trata de algunos supuestos relativos a procedi­
miento de amparo y de expropiación, ambos relaciona-

roa Jurídico Venezolano" en: Revista de la Facultad de DM'e­
che, Universidad Central de Venezuela, N9 32, Caracas 1965,
pp. 103-126.

27 . Artículo 64 de la ley de Carrera Administrativa.
28. Artículo 44. ord. 24 de la ley Orgánica de la Corte Supre­

ma de Justicia.

20



dos con la protección de la libertad personal y de la
propiedad.

En primer lugar, en el procedimiento de amparo a la
libertad personal -habeas corpus- el Juez Penal tie­
ne competencia para anular actos administrativos a la
libertad personal, al ordenar, por ejemplo, la excarce­
lación de una persona. Implícitamente la orden de ex­
carcelación implica indudablemente, la anulación del
acto por el cual se ordenó el encarcelamiento. En este
supuesto, se trata de un tribunal penal declarando la
nulidad de un acto administrativo indirectamente. Pe­
ro debe quedar claro que esta excepción solo puede
darse en el procedimiento de amparo a la libertad per­
sonal, es decir, de habeas corpus, regulado en las Dis­
posiciones Transitorias de la Constitución de 1961 29

•

Respecto de cualquier otro recurso de amparo que se
ejerza en relaci6n a cualquier otra libertad o garantía
constitucional, un tribunal ordinario no podría nunca
decidir, ni siquiera indirectamente, en relaci6n a la le­
galidad de TIna actuaci6n administrativa. En este sen­
tido debe destacarse la jurisprudencia de la Corte Su­
prema de Justicia en Sala Político-Administrativa y en
Sala de Casaci6n Penal, declarando la incompetencia
de los tribunales penales ordinarios para conocer de la
legalidad de las actuaciones de la Administraci6n PÚ­
blica con ocasión del ejercicio de recursos de amparo
distintos al de habeas corpus "".

Aparte de la excepción referida al amparo de la lí­
hertad personal, otro supuesto que también podría verse
como una excepción al principio de la exclusiva com­
petencia de anulación de actos administrativos de la
jurisdicción contencioso-administrativa, está previsto en
el procedimiento de expropiación, el cual prevé, como
una de las causas de oposición a la expropiación, la vio­
lación de Ley 31. En esos casos, cuando se alega ante

29.
30.

31.

Disposición Transitoria Quinta de la Consdrución 1961.
AlIan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Pu­
blicaciones de la Facultad de Derecho, Universidad Central
de veoeauele, Caracas 1975.
Ley de Expropiad6n por Causa de Utilidad Pública o Social
y AlIan R. Brewer-Carfas, Jurisprudencia de la Corte Suprema
1930-74'J Estudios de Derecho Administrativo, Tomo VI, Pro­
piedad 'J Exp1'opiad6n, Instituto de Derecho Público, Facultad
de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1979.
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un Juez Civil con competencia en materia de expropia­
ción, la oposición al procedimiento basada en violación
de Ley, al decidir esa oposición, el Juez en realidad
decide sobre la ilegalidad de la actuación administrati­
va, configurándose entonces la competencia que se se­
ñala de un Tribunal Civil en relación a la declaratoria
o no de la nulidad de un acto administrativo.

D. Los problemas de la competencia

Por último, y en relación a la competencia, en gene­
ral debe señalarse que ante la jurisdicción contencioso­
administrativa pueden plantearse los problemas genera­
les de la competencia, es decir, la acumulación de ac­
dones y las cuestiones prejudíciales. En este último caso,
nuestro criterio es que la prejudicialidad civil en el
procedimiento contencioso-administrativo, por ejemplo,
no suspende el procedimiento, sino que es el tribunal
contencioso-administrativo quien debe conocer de la
misma. En cuanto a la prejudicialidad administrativa
en el proceso civil, al contrario, estimamos que el proce­
dimiento civil debería suspenderse y remitirse la cues­
tión a los tribunales contencioso-administrativos com­
petentes para su decisión 32.

Por otra parte, en relación con la competencia de la
jurisdicción contencioso-adminitrativa, debe señalarse
que también pueden plantearse conflictos de competen­
cia en materia de contencioso-administrativo, por ejem­
plo, entre tribunales de la jurisdicción contencioso-ad­
rnlnistrativa. En estos casos, es la Corte Suprema de
Justicia, en Sala Politice-Administrativa quien debe de­
cidir los conflictos 33.

4. EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

Al hablar del procedimiento contenciosd-administra­
tivo, el primer punto que habría que destacar es que

32 _ ABan R. Brewer-Carfas, Las lnstireciones ... op. cit.; pp. 331
Y ss.

33. Artículo 42, ord. 21, de la Ley Orgánica de la Corte Supre­
ma de Justicia y artículo 215. ord. 9 de la Constitución 1961.
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en Venezuela no existe una ley especialmente destina­
da a regular la jurisdicción contencíoso-admínistratí­
va 34, Ha sido sólo en la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia de 1976, donde se han regulado los
aspectos centrales del procedimiento contencioso-ad­
ministrativo aplicable no solo a los juicios que se de­
sarrollan ante la propia Corte Suprema, sino transito­
riamente ante los otros tribunales contencioso-admlnis­
trativcs que regula: La Corte Primera de lo Contencio­
so-Administrativo y los tribunales superiores con com­
petencia en la materia. En esta normativa, la Ley Or­
gánica recogió una rica tradición jurisprudencial esta­
blecida por el Tribunal Supremo.

A continuación destacaremos algunos aspectos impor­
tantes del procedimiento contencioso-administrativo, in­
sistiendo en las características generales previstas en la
Ley; los requisitos procesales; y algunos aspectos parti­
culares.

A. Características generales

a. Carácter contencioso

En primer lugar, se trata de un procedimiento de
carácter contencioso; de ahí el mismo nombre de con­
tencioso-administrativo, aun cuando debe decirse que
dicho carácter no lo tuvo inicialmente en Venezuela.
Sin embargo, por los principios establecidos en los ar­
tículos 103 y siguientes de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia y por la aplicación jurisprudencíal,
está perfectamente configurado el procedimiento como
teniendo por base una contención, con un actor "deman­
dante" en el caso del recurso de plena jurisdicción, y un

34. Debe indicarse que en 1971 se preparó por la Comisión de
Adminisrración Pública un Proyecto de Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa. el cual se incorporó junto con los
Proyectos de ley Or.ll:ánica de la Administraci6n Pública Na­
cional, de ley Orgánica de Entidades Descentralizadas, de Ley
de Procedimientos Administrativos y de Ley de la Jurisdicción
Constitucional, como parte de la Reforma del Régimen jurí­
dico de la Adrninisuaci6n. Véase en el Informe sobre la Re­
forma de la Administración Pública Necionel, Comisión de
Administración Pública, Vol. 11, Caracas 1972, pp. 439 Y
ss.



"recurrente" en el supuesto del recurso de anulación. En
este último no debe hablarse propiamente de deman­
dante pues en el mismo, realmente, no se demanda a la
Administración, sino que lo que se demanda es la nu­
lidad de un acto, y quien demanda la nulidad del acto
puede inclusive, ser la propia Administración 35. Por
ello, a pesar de que hay una contención sobre la legali­
dad, en nuestro criterio, en el caso del recurso de anu­
lación no es propio hablar de demandante, sino de re­
currente. La contención insistimos, es en tomo a un
acto, no necesariamente contra una Administración PÚ­
blica determinada; recae sobre un acto administrativo
que puede ser recurrido por un particular; pero que
puede ser defendido o no por la Administración, según
su conveniencia; e inclusive el acto puede ser recurri­
do por la propia Administración, por ser el Procurador
General de la República o el Fiscal General de la Re­
pública quien acuda a la Corte, 'pidiendo la nulidad del
acto administrativo 36, y el acto pueda que beneficie a
un particular que puede resultar siendo el defensor del
acto ante el tribunal 31, En este caso, queda claro que
no podría hablarse de demandante y demandado por­
que ni demandante sería el Procurador o el Fiscal, ni
demandado el particular que defiende el acto 38,

En el supuesto del procedimiento contencioso de anu­
lación, por tanto, es más propio hablar de recurrente,
y de defensor del acto, que puede ser cualquier intere­
sado; y así como el interés personal, legítimo y directo
cualifica la legitimación activa para solicitar la nulidad
del acto, ese mismo interés legítimo es exigido en la
legitimación pasiva, en la defensa de dicho acto 39.

En todo caso el carácter contencioso se materializa
en el hecho de que en el procedimiento siempre hay un
"emplazamiento" aun cuando no una "citación", En

35.

36.

37.

38.

39.

Véase, por ejemplo, artículo 116 de la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia.
Artículo 116 de la Ley Orgánka de la Corte Suprema de
Justicia.
Articulo 137 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus­
ticia.
Allan R. Brewer-Carfee, LAs Instituciones . . . op, cit., pp. 304
y ss.
Artículo 137 de la ley Orgánice de la Corte Suprema de jus­
ticia.



efecto. intentado el recurso en el auto de admisión el
Juez debe resolver notificar al Fiscal General de la Re­
pública y según los casos, al funcionario que haya dic­
tado el acto y al Procurador General de la República otO

y emplazar los interesados mediante cartel, para que
tengan oportunidad de decir lo que les convenga en de­
fensa de sus intereses en el recurso 41. Eso da oportuni­
dad, por tanto, a que el acto recurrido sea defendido.
inclusive por particulares, que puedan beneficiarse del
mismo. En el procedimiento. además. confirma el ca­
rácter contencioso de las pretensiones, el lapso de prue­
bas que se abre 42.

b. Elementos inquisitivos

La segunda característica del procedimiento conten­
cioso-administrativo deriva de los elementos inquisitorios
del mismo. A diferencia del procedimiento civil, normal­
mente de carácter acusatorio pues la iniciativa del proce­
dimiento está sólo en las partes, en el caso del procedi­
miento contencioso-administrativo, la iniciativa, además
de estar en las partes, en virtud de ley expresa está en el
propio Juez, quien interviene en la dirección del proce­
dimiento y en la promoción de pruebas. En todo caso,
estas facultades inquisitorias requieren texto expreso,
por lo que en ausencia de estas autorizaciones legales
expresas rige el artículo 82 de la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia que establece que "la Corte
conocerá de los asuntos de su competencia a instancia
de parte interesada, salvo los casos en que pueda pro­
ceder de oficio de acuerdo con la Ley".

En efecto, la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia atribuye al Juez poderes para dirigir el proce­
dimiento, al dejarle a su decisión el solicitar el expe­
diente a la Administración cuando se intenta un recur­
so de anulación de un acto administrativo, sin necesi-

40.

41.

42.

Artículos 115 Y 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia.
Artículos 115 y 125 de la ley Orgánica de la Corre Suprema
de Justicia.
Articulo 126 de la Ley Orgánica de la Corre Suprema de
Justicia.



dad de que el particular lo exija u. El Juez además, es
quien debe resolver, de oficio, notificar al Procurador
General de la República sin que el particular lo solici­
te 44, El propio Juez poi' otra parte es quien debe resol­
ver emplazar o no a los interesados mediante cartel 43.

O sea, en el procedimiento contencioso-administrativo,
el Juez tiene un amplio poder de dirección del mismo,
que ejerce de oficio, sin que haya instancia de parte,
en los casos previstos en la Ley en forma expresa.

Otro aspecto fundamental de los elementos inquisitivos
del procedimiento, es la posibilidad del Juez de inter­
venir en las pruebas, es decir, de promoverlas y evacuar­
las. En efecto, en el contencioso de anulación, estando
de por medio una situación jurídica objetiva cuestiona­
da por un particular, la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia autoriza al Juez, en cualquier estado
de la causa, para promover y evacuar pruebas, aun
cuando las partes no las pidan. En este sentido, la Ley
Orgánica expresamente establece que la Corte podrá
"solicitar las informaciones y hacer evacuar de oficio
las pruebas que considere pertinentes" 46.

c. El carácter no suspensivo

Pero aparte del carácter contencioso y del carácter
inquisitorio, hay una tercera característica del procedi­
miento contencioso-administrativo, y es el carácter no
suspensivo del procedimiento. En efecto, el hecho de
que se intente un recurso contencioso-administrativo no
implica, en principio, que el acto recurrido se suspenda
en sus efectos. El principio que rige es totalmente el
contrario, es decir, es el de la ejecutoriedad de los ac­
tos administrativos, cuyos efectos no se suspenden cuan­
do se intenta contra los mismos cualquier tipo de recur-

43. Articulo 123 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

44. Articulo 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

45. Anículos 116 y 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia.

46. Artículo 129 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.



so, pudiendo, a pesar de ello, ser ejecutado por la Ad­
ministración 4.'.

Esta característica del procedimiento contencioso­
administrativo es muy importante por sus consecuencias,
y fundamentalmente en relación al pedimento que con­
forme al artículo 136 de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia, se le puede formular al Juez de
suspender los efectos del acto administrativo cuando su
ejecución pueda causar perjuicios irreparables o de dí­
fíeil reparación por la definitiva. Esta competencia de
los tribunales contencioso-administrativos de decidir la
suspensión de los efectos del acto administrativo impug­
nado por vía de previo pronunciamiento, antes de su
consagración legal expresa en la Ley Orgánica, había
sido establecida jurisprudencialrnente por la Corte Su­
prema de Justicia desde hace años 48. En todo caso, con­
firma el principio de que intentado un recurso, ello no
implica que el acto queda suspendido en sus efectos, lo
cual también se ha regulado, ahora, expresamente en
materia de recursos administrativos 49.

El principio por otra parte tiene una serie de aplica­
ciones en el campo administrativo, y un derivado del
mismo es el llamado principio del salve et repete, que
implica que para intentar ciertos recursos administrati­
vos fiscales es necesario haber satisfecho o pagado la
contribución debida o haberla afianzado cuando la Ley
lo admite, para poder reclamar. En estos casos inclusi­
ve, el propio pago o afianzamiento se constituye en
uno de los requisitos procesales para que se admita el
recurso 50.

47.

48.

49.

50.

AlIan R. Brewer-Carias, "Aspectos de la Ejecutividad y Eje·
curorieded de los Actos Administrativos Fiscales y la Aplica­
ción del Principio 'Solve et Repete''', en: Revista de Control
Fiscal y Tecnificacián Administrativa, N'~ 33, Caracas 1965,
pp. 17·26 yen: RetJisJa Jel Ministerio de Justicia, N'~ 53.
Caracas 1965, pp. 67·86.
Allan R. Brewer-Cafíae, "Los Bfecros no Suspensivos del Re­
curso Contencioso-Administrativo de Anulación y sus Bxcep­
clones" en: Revista de la Facultad de Derecho, Universidad
Central de Venezuela, NQ 37·38, Caracas 1968, pp. 293·302.
Artículo 87 de la ley Orgánica de Procedimientos Admi­
nistrativos.
ABan R. Brewer-Cerías, "Aspeceos de la Ejecutividad ... , 0fl.
dI., 'l artículo 122 de la Ley Orp;ánica de la Corte Suprema
de Justicia.,
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B. Los requisitos procesales y la admisibilidad

En el procedimiento contencioso-administrativo tam­
bién con carácter general pueden distinguirse tres re­
quisitos procesales: la legitimación; el agotamiento de
la vía administrativa; y la necesidad de que exista un
lapso para interponer el recurso, además de otros esta­
blecidos en los artículos 84, 111 Y 124 de la Ley Orgá­
nica de la Corte Suprema de Justicia 51,

Por su especial importancia en el procedimiento los
analizaremos separadamente, no sin advertir que ope­
ran como condiciones de admisibilidad de los recur­
sos.

a. La legitimación

En cuanto a la legitimación como requisito pro­
cesal, ésta varía según el tipo de recurso y el tipo de
objeto de algunos de ellos. En efecto. en la legitimación
debe ante todo distinguirse la legitimación para inten­
tar un recurso de anulación de aquélla que se exige
para intentar un recurso de plena jurisdicción 52.

En el caso de un recurso de anulación debe indicarse
que la legitimación también depende del objeto del
acto. Si el acto que se impugna es un acto administra­
tivo de efectos generales por ejemplo, un reglamento,
la legitimación activa exigida es la de un simple inte­
rés particularizado, es decir, el interés de cualquier ciu­
dadano por la legalidad de la actuación administrativa.
siempre que ésta lo afecte en alguna forma en sus dere­
chos e intereses 53. Se trata por tanto de un simple in­
terés particularizado.
.51. AlIan R. Brewer-Cerfas, "Aspectos Procesales de la Decisión

sobre la Admisibilidad o Inadmisibilidad en los Recursos
Contencioso-Administrativos de Anulación" en: Moles Ceu­
bee y otros, ConteneioJo-AdmJniJtratitJ() en Venezue!a, Edi­
torial Jurídica Venezolana, Colección Estudios Jurídicos N<1
10, Caracas 1981, pp. 12.5-178.

.52. AlIan R. Brewer-Carias, "El Recurso Contencioso-Adminisrre­
tivo contra los Actos de Efectos Particulares", en: El Control
Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Edicio­
nes del Instituto de Derecho Público, Caracas 1979, pp. 169­
194.

.53. Artículo 112 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia. Véase lo expuesto en las pp. 49 y sigrs. y 172 V
sigts.
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Si al contrario se trata de un acto administrativo de
efectos particulares, la legitimación activa exigida es
la de un interés legítimo, personal y directo 54; o sea, que
el interés en la legalidad sea especialmente calificado
y especialmente protegido por el legislador, por ser el
recurrente, por ejemplo, la persona destinataria del acto,
o por estar colocado en una especial situación de hecho
frente a dicho acto administrativo que exija aquella
protección.

En esta forma, por ejemplo, la legalidad o no de un
acto administrativo fiscal que establece una multa o
que liquida un impuesto, puede ser impugnado por el
destinatario de dicho acto quien tiene evidentemente
un interés legítimo, personal y directo en su legali­
dad. Un tercero que no tiene interés en cuanto a los
impuestos que paga o no otra persona, no tendría la
legitimación activa necesaria para recurrir ese acto de
carácter fiscal. Pero el interés legítimo también puede
surgir por la especial situación de hecho en que un
particular se encuentre. Por ejemplo, el recurso contra
un permiso ilegal de construcción sobre un inmueble
urbano otorgado por una autoridad municipal, puede
s~r impugnado por los propietarios de inmuebles veci­
nos al ilegalmente permisado, en cuyo caso, el interés
legítimo, personal y directo surge de la especial situa­
ción de hecho en que se encuentran respecto a aquél.

En cuanto a la legitimación pasiva en el recurso
contencioso de anulación, ésta corresponde a los inte­
resados a quienes se emplaza y quienes deben tener un
interés legítimo, personal y directo en el mantenimiento
del acto, si se trata de un acto administrativo de efec­
tos particulares; o un interés calificado si se trata de
un acto administrativo de efectos generales ss.

En principio, este interés en defender el acto impug­
nado puede asumirlo también el Procurador General de
la República o el Fiscal General de la República, aun
cuando no necesariamente tienen que hacerlo. En efec­
to el dictamen del Fiscal General o del representante
judicial del Estado puede admitir pura y simplemente

54. Artículos 121 y 124, ord. 19 de la 'Ley Orgánica de la Coree
Suprema de Justicia.

55. Artículo 137 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.



la nulidad del acto administrativo, y al contrario, su
defensa puede ser llevada por un particular con interés
en él sosteniendo de la legalidad del acto.

En el supuesto del recurso de plena jurisdicción la
legitimación varía, pues el problema a resolver en el
mismo no es el de la situación jurídica objetiva lesiona­
da, sino que gira en torno a una situación jurídica sub­
jetiva. Por tanto, el actor en el procedimiento tiene que
ser titular de una situación jurídica subjetiva lesionada
por la actividad administrativa. No basta por tanto, el
interés legítimo, ni mucho menos un simple interés, para
intentar un recurso de plena jurisdicción que pretenda,
por ejemplo la condena de pago de sumas de dinero
por los daños y perjuicios causados por la Administra­
ción por responsabilidad extracontractual o contractual;
o un recurso que persiga el restablecimiento de situa­
ciones jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad
administrativa. En todos estos casos, la legitimación ac­
tiva tiene que estar fundamentada en un derecho subje­
tivo o una situación jurídica subjetiva específica.

En los supuestos del recurso de plena jurisdicción la
legitimación pasiva sí corresponde propiamente a un
"demandado", pues en estos recursos sí puede hablarse
propiamente de una demanda contra el Estado, o con­
tra una persona pública, la cual como tal debe "citarse" ~,

asemejándose el procedimiento, por tanto, al procedi­
miento ordinario civil, aun cuando con excepciones que
corresponden a las entidades públicas nacionales deman­
dadas en forma de "prerrogativas procesales". Estas pre­
rrogativas implican que aun cuando no haya contestación
expresa a la demanda por la República se entiende por
contestada la demanda; que la República demandada no
puede ser condenada en costas procesales; que no puede
exigirse caución a la República para la práctica de cual­
quier medida preventiva o ejecutiva en el procedimiento;
que es necesario notificar al Procurador General de la
República para cualquier actuación procesal, no rigiendo
el principio de que "las partes están a derecho" propio

56. Articulo 106 de la Ley Or¡áníca de la Corte Suprema de
Justicia.
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del procedimiento civil ordinario, en cuanto concierne a
la República demandada ".

En el supuesto del recurso de interpretación la legiti­
mación activa es similar a la del de anulación, es decir,
es necesario un interés legítimo, personal y directo en
la interpretación, pues un simple interés como legitima­
ción podría dar lugar a un exceso de recursos de inter­
pretación inmotivados.

b. El agotamiento de la vía administrativa

El segundo requisito procesal del procedimiento con­
tencioso-administrativo, es la necesidad de que se agote
la vía administrativa previamente a su iniciación, lo cual
se exige, aun cuando con características distintas tanto
en los recursos de anulación como de plena jurisdicción.

En el supuesto del recurso de anulación es necesario
que el acto administrativo de efectos particulares impug­
nado cause estado, es decir, que el acto sea la última pa­
labra de la Administración, o de un inferior, cuando no
existe recurso jerárquico a intentar contra su acto ".

En estos casos se habla de acto que causa estado, cuan­
do no hay otra instancia administrativa que pueda revi­
sarlo. Por ello, la forma normal para agotar la vía admi­
nistrativa es el ejercicio del recurso jerárquico. En Ve­
nezuela, el recurso jerárquico no estaba regulado con ca­
rácter general en vía legal, pues es solo a partir del 19

de enero de 1982 que rige la Ley Orgánica de Procedi­
mientos Administrativos 59. Esta Ley, ahora, establece una
completa regulación de los recursos administrativos que
complementa lo previsto en la Ley Orgánica de la Cor-

57 . Artículo 38 y ss. de la. Ley Orgánica de la Procuraduría Gene­
ral de la República y artículos 3<;> y ss. de la ley Orgánica de
la Hacienda Pública Nacional.

58. Artículo 124, ord. 2Q; y Allan R. Brewer-Carías, "las Con­
diciones de Recurribilidad de los Actos Administrativos en la
vía Contencloso-Adminiscrativa", en: Revista del M;niste,.;o de
Justicia, NQ 54, Caracas 1966, pp- 83-112; yen: Perspectivas
del Derecho Público en la Segunda Mitad del Siglo XX.
Homenaje al Profesor Enrique Sayagués laso, Instituto de
Estudios de Administración Local, Madrid 1969. Tomo V, pp.
743·769.

S9. Artículo 95 de la ley Orgánica de Procedimientos Adml­
nlsrrarivcs.
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te Suprema de Justicia sobre requisitos de admisibili­
dad "'.

Por supuesto, si se trata de la impugnación de un
acto administrativo de efectos generales, no se exige
este requisito procesal de agotamiento de la vía admi­
nistrativa.

En el recurso contencioso-administrativo de plena
jurisdicción también se plantea el agotamiento de la
vía administrativa, pero no a través de algún recurso
jerárquico, sino mediante el cumplimiento del procedi­
miento administrativo previo a las demandas contra la
República establecido en la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de la República 61, La necesidad de cum­
plir este procedimiento, por ejemplo en acciones por da­
ños y perjuicios o para lograr la condena al pago de
sumas de dinero o el restablecimiento de situaciones [u-:
rtdícas subjetivas lesionadas por la administración, sin
embargo, no incide en la duraci6n del lapso normal de
prescripción que la acci6n pueda tener desde el punto
de vista del derecho común. En nuestro criterio, dicho
lapso rige plenamente de manera que para iniciar la
reclamaci6n administrativa previa ante la Administra­
cíón, el particular puede dejar pasar, por ejemplo, los
diez años de prescripción normal, y antes de los diez
años agotar el procedimiento administrativo previo y
acudir a la vía judicial contencioso-administrativa. En
todo caso, si la demanda tiene su origen en un acto ad­
ministrativo, y la condena depende de la anulación de
éste, se plantea la duda respecto al lapso de caducidad
y su inicio.

c . El lapso para interponer el recurso

Lo anterior conduce a plantear el tercer requisito
procesal contencioso-administrativo, esto es, que los re­
cursos se intenten en lapso útil.

En el supuesto del recurso de anulación contra los
actos de efectos particulares, el lapso para intentar el

60.

61.

32

Ardculos 84, crd. 59 y 124, ord. 29 de la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia.
Artículo 35 y ss.
Véase Artículo 84, ord. 59 de la Ley Or~ánica de la Corte
Suprema de Justicia.



recurso es de seis (6) meses contados a partir del mo­
mento en que el acto impugnado comienza a surtir efec­
tos 62. Si se trata de un acto administrativo individual
que se notifica al interesado. es a partir de la notifica­
ción cuando comienza a surtir efectos; si se trata de un
acto individual o general que se publica, ello se pro­
duce a partir de la publicación 63.

Debe señalarse, en todo caso, que si se trata de un
acto administrativo de efectos particulares temporales.
la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia esta­
blece un lapso especial de SO días en lugar de los 3 me­
ses. Además debe advertirse que las leyes especiales
pueden establecer también lapsos más breves, lo que su­
cede en los denominados casos de "recursos jerárqui­
cos impropios" Jos cuales tienen un tratamiento de re­
cursos contencioso-administrativos de anulación.

En todo caso, vencido ese lapso sin que se intente
el recurso contra el acto administrativo, éste queda fir­
me, aún cuando siempre puede oponerse la excepci6n
de ilegalidad. Con esto pueden precisarse dos condícío­
nes de recurribilidad de los actos administrativos me­
diante el recurso de anulación: por una parte, que el
acto cause estado, es decir, que agote la vía adminis­
trativa; y por la otra, que el acto no sea firme, es decir,
que todavía pueda ser impugnado por no haber cadu­
cado los lapsos para intentar el recurso u.

En los casos de los recursos contencioso-administra­
tivos contra actos de efectos generales, conforme al ar­
tículo 134 de la Ley Orgánica, estos pueden intentarse
en cualquier tiempo.

En el caso del recurso contencioso de plena jurisdic­
ci6n, tal como se dijo, se aplica el lapso de prescripci6n
ordinaria de las acciones que estén envueltas en el re­
curso para que pueda iniciarse el procedimiento admi­
nistrativo previo a las acciones contra la República.

62. Articulo 134 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

63. Artfrolos 72 y 73 de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi­
nistrativos.

64. AlIan R. Brewer-Carías, "Las Condiciones de Rerorribilidad ••• "
op. eit., pp. 83 Y ss.
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d. Otros requisitos procesales

Además de los requisitos señalados pueden identifi­
carse como condiciones de inadmisibilidad de los re­
cursos contencioso-administrativos los siguientes: que la
ley prohiba el recurso 65; que exista un recurso paralelo
o acción ante otro Tribunal 66; que se acumulen acciones
que se excluyan mutuamente o cuyos procedimientos
sean incompatibles 61; cuando no se acompañen los do­
cumentos indispensables para verificar si la acción es
admisible 68; que no se cumplan los requisitos formales
del recurso 61l; que sea manifiesta la falta de representa­
ción que se atribuye el actor 10.

Además, se considera como causal de inadmisibilidad
en las demandas contra la República, y en los recursos
contencioso-administrativos de anulación de los actos
de efectos generales, cuando exista cosa juzgada 11; y
en los recursos contencioso-administrativos contra los
actos de efectos particuares, el incumplimiento del re­
quisito solve et repete 12.

C. El auto de admisibilidad

La Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, al
regular las condiciones procesales de los recursos y es­
tablecer causales precisas de inadmisibilidad, ha pre­
visto la necesidad de que el Juez contencioso-adminis­
trativo verifique, de oficio, la admisibilidad del recurso

65. Artículo 84, ord. 1~ de la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia.

66. Artículos 84, ord. 2<> y 124, ord. 3<> de la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia.

67. Artículo 84, ord, 4Q de la Ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia.

68. Artículo 84, ord. 5Q de la Ley Or~ánica de la Corte Suprema
de Justicia.

69. Artículo 84, ord, 6 de la ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicia.

70. Artículo 84, ord. 7 de la ley Orgánica de la Corte Suprema
de Justicía.

71. Articulo 105 de la ley Orgánica de la Corre Suprema de
Justicia.

72. Artículo 124 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.
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a cuyo efectos, al inicio del procedimiento, debe dictar
un auto de admisibilidad o inadmisibilidad del recurso 73.

En este último caso, el Juez debe motivar el auto.
Debe señalarse que esta es una innovación de la

Ley 74, pues antes de su vigencia, en general, era en la
sentencia definitiva que el Juez decidía esta materia.
Conforme a la Ley Orgánica, en todo caso, luego de
admitido el recurso, si se oponen por los interesados
excepciones de ínadmísíbilidad, el Juez debe decidirlas
en la sentencia definitiva, a menos que considere que
deben resolverse previamente 75.

D. Aspectos particulares

Pero aparte de las características generales del pro­
cedimiento contencioso-administrativo y sus requisitos
procesales antes indicadas, hay algunos aspectos parti­
culares del mismo respecto de cada uno de los recursos
que interesa destacar.

a. El recurso contencioso de anulación

En efecto, en relación al recurso contencioso-admi­
nistrativo de anulación, las normas fundamentales que
regulan su procedimiento están contenidas en los artícu­
los 112 y siguientes de la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia, los cuales recogen los principios fun­
damentales que se habían construido por la jurispru­
dencia de la Corte, aplicando principios generales del
derecho administrativo, y supletoriamente, en los casos
en que fueran admisibles, las normas de Código del Pro­
cedimiento Civil, las cuales conforme al artículo 81 de
la Ley siguen siendo supletorias.

Interesa destacar aquí algunos elementos centrales
del procedimiento del recurso contencioso-administrati­
vo tal como están regulados en la Ley Orgánica de la
Corte Suprema de Justicia.

73.

74.

75.

Artículos 84, 105, 115, 123 Y 124 de la Ley Orgánica de
la Corte Suprema de Justicia.
ABan R. Brewer-Cacías, "Aspectos Procesales ....., op. cít-,
pp. 125 Y ss.
Articulo 130, de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus­
ticia.
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En cuanto a la iniciación del procedimiento, si bien
en el articulo 113 de la Ley Orgánica se habla del "libelo
de demanda" debe admitirse que, en realidad, el recur­
so se inicia con un "escrito de recurso" en el cual, en
primer lugar, deben exponerse las razones de hecho y
de derecho en las cuales se fundamenta el recurso, así
como las normas constitucionales y legales cuya viola­
ción se denuncie. Por tanto, el Juez contencíoso-admt­
nistrativo solo puede conocer de los motivos de ilegali­
dad enunciados en el escrito del recurso. La jurispruden­
cia, en ese sentido, también había exigido que en el
escrito se expresaren violaciones legales concretas, y no
de tipo general o en forma genérica 16, y en todo caso,
había establecido que el recurso no podía fundamentarse
solo en la infracción del artículo 117 de la Constitución,
lo cual ahora se prevé expresamente en el articulo 133
de la Ley Orgánica.

La Ley Orgánica, además, siguiendo los principios
sentados por la jurisprudencia 17, exige también que en
el escrito se identifique claramente el acto administratí­
vo que se impugna, y se acompañe copia del acto im­
pugnado 18.

Por otra parte, tratándose de una acción que exige
una determinada legitimación activa, se ha exigido
también la indicación precisa de todos los datos y la
presentación de los documentos que acrediten la repre­
sentación, aplicándose aquí los principios generales del
proceso 19.

Al escrito del recurso debe también acompañarse
constancia o indicación del agotamiento de la vía admi­
nistrativa, la fecha de notificación o de publicación del

76. Véase por ejemplo, Sentencia de la Antigua Corte Federal
del 9 de abril de 1959 citada en AlIan R. Brewer-Carfas, Las
Instituciones . . . 01'. cis.; p. 371.

77. Véase, por ejemplo, Sentencia de la Corte Suprema de justi­
cia en Sala Político-Administrativa, del 19 de Diciembre de
1961. citada en AlIan R. Brewer-Carfas, Las Instituciones ... ,
01'. cít., p. 371.

78. Artículo 113 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

79. Artículos 84, ord. 7 y 113 de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia.



acto -según el caso-so y la constancia de haber satis­
fecho lo exigido por el acto, en aquellos supuestos en
que se exija la aplicación del principio solve et repete,
mediante la presentación de la planilla de liquidación
pagada, o la fianza respectiva, en su caso 81.

Presentado el escrito de recurso, al darse cuenta del
mismo, el Juez puede decidir solicitar el expediente ad­
ministrativo a la autoridad cuyo acto se impugna S2. Re­
cibidos éstos, el Juez debe pronunciarse sobre la admi­
sibilidad, notificando al Fiscal General de la República,
y si lo estima necesario al Procurador General de la Re­
pública. de acuerdo a la Ley Orgánica de la Procuradu­
ría General de la República 83. En este mismo auto de
admisión. el Juez debe decidir si emplaza a los intere­
sados, mediante cartel 84 a los efectos de que comparez­
can ante el Tribunal a hacer valer sus derechos e inte­
ses, sea como defensores de Ia legalidad del acto que
se impugna, sea como coadyuvantes en la anulación del
acto. En nuestro procedimiento por tanto, se admite la
figura del coadyuvante administrativo, así como el que
interesados defiendan el acto, en cuyo caso deben te­
ner la misma legitimación que el recurrente 85.

En el procedimiento del recurso de anulación, en rea­
lidad puede decirse que no existe un acto de contesta­
ción efectivo del recurso. El emplazamiento se hace
a los particulares para que concurran dentro de las 10
audiencias siguientes a la publicación del cartel, "a dar­
se por citados" dice el artículo 125 de la Ley y exponer
lo que estimen conveniente sobre la legalidad o no del
acto.

80.

81.

82.

83.

84.

85.

ArtleuIos 84. ord. 39 y 59 y 124. ord, 29 de la Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia.
Artleulo 122 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia, y Allan R. Brewer-Cerías, Las Institucion61 ... , op.
át., p. 372.
Artículo 123 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus­
ticia.
Artfculos 116 y 125 de la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia y artículo 39 de la ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República.
Artículos 116 y 125 de la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia.
Artículo 137 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.
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Durante el lapso de comparecencia. los interesados
pueden solicitar que la causa se abra a pruebas, para
lo cual al vencerse el lapso de comparecencia se abre
un lapso probatorio de 5 audiencias para promover
pruebas y de 15 para evacuarlas, de acuerdo a lo que
establece el artículo 127 de la Ley Orgánica de la Cor­
te Suprema. pidiendo la Corte en este caso, con carácter
inquisitorio, promover y evacuar pruebas 86,

La Ley establece además un lapso de relación de
la causa de 35 días, en medio del cual se realiza el acto
de informes. constituyendo estos informes, la última,
actuación de las partes en relación a la materia litigio­
sa que sea objeto del juicio 81,

La sentencia definitiva, conforme a lo establecido en
el artículo 131 de la Ley Orgánica, debe declarar si
procede o no la nulidad del acto impugnado, y publi­
carse en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela.

b _ El recurso contencioso de plena jurisdicción

En el supuesto del recurso contencioso-administrati­
vo de plena jurisdicción, la situación es distinta a la
anteriormente descrita respecto al de anulación, dado
el carácter de la pretencion del recurso. En este caso,
el procedimiento se orienta por las normas del procedi­
miento ordinario, conforme lo prescribe el artículo 103
de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia,
aplicándose, básicamente, el C6digo de Procedimiento
Civil salvo las excepciones que, por vía legal, están
establecidas en la Ley, entre las cuales debe destacarse
el auto de admisión o inadmisión previsto en el artículo
105 de la Ley Orgánica, y las normas establecidas en
relación a la actuación de la Administración. En este
análisis nos limitaremos a precisar el alcance de esas
últimas excepciones.

En efecto, en cuanto a la citación, cuando se trata de
un recurso contra, la República, ésta se realiza en cabeza

86. Articulo 129 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

87. Artículos 94, 95 y 96 de la Ley Orgánica de la Corte Supre­
ma de Justicia.



del Procurador General de la República conforme a lo
establecido en el artículo 39 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República, la cual establece
claramente la forma cómo esa citación debe hacerse. y
cuando comienza a surtir efecto.

Otras normas específicas de carácter excepcional res­
pecto al proceso ordinario también están establecidas
en la propia Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República, la cual, en realidad lo que ha hecho es
recoger lo ya establecido hace muchos años en la Ley
Orgánica de la Hacienda Pública Nacional. Tal es el
supuesto, por ejemplo. de la no comparecencia del Pro­
curador a la contestación de la demanda. en cuyo caso.
se estima dicha ausencia como un acto de contradicción
tácita de la demanda, invirtiéndose por tanto, el prln­
cipio del Código de Procedimiento Civil según el cual
la no comparecencia al acto de contestación de la de­
manda equivale a una confesión 83.

En materia de medidas preventivas también se esta­
blece otra excepción a los principios generales del pro­
ceso. En efecto, de acuerdo a la Ley Orgánica de la
Hacienda Pública Nacional y a la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República, hay limitaciones
a la posibilidad de que .un Juez dicte una medida de
embargo, de secuestro, de hipoteca o de cualquier otra
naturaleza preventiva o definitiva, sobre bienes, rentas.
derechos y acciones pertenecientes a la Nación. El prin­
cipio, de acuerdo a la última de las leyes citadas. se
extiende a los bienes pertenecientes a particulares cuan­
do estén afectados a un uso, destino o servicio público.
En estos casos, de acuerdo a la Ley, debe notificarse a
la Nación para que adopte las medidas conducentes a
asegurar la continuidad del servicio público 89.

Otra excepción a las normas del Código de Procedi­
miento Civil en el procedimiento contencioso de plena
jurisdicción, es el lapso de 35 días que la Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia establece para la re­
lación así como la modalidad de los informes, el cual

88. Artículo 276 del C6digo de Procedimiento Civil, y artículo
6 de la ley Orgánica de la Hadenda Pública Nacional.

89. Articulo 46 de la ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República.
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se aplica, tanto al recurso de anulación como al de plena
jurisdicci6n 90,

En materia de condena en costas procesales, en los
procedimientos en los cuales intervenga la Nación, en
ningún caso ella podrá ser condenada en costas. tal
como lo establecen las dos Leyes Orgánicas citadas 111,

En cuanto al procedimiento de ejecución de la sen­
tencia también prevé la Ley Orgánica de la Hacienda
Pública Nacional una situación especial de la Nación,
al declarar que los bienes del Estado son inembarga­
bles 92. Además en este sentido, rige el propio Código
de Procedimiento Civil, el cual contiene un capítulo
especial destinado a las "demandas en que tengan inte­
rés las rentas públicas", el cual se aplica, en particular,
en los procedimientos del recurso de plena jurisdicción
cuando sea parte no solo la Nación, sino cualquier otra
entidad pública de carácter territorial (Estados o Mu­
nicipios). De acuerdo a dichas normas, en los supues­
tos de medidas de ejecución, éstas no pueden dictarse
sobre bienes del Estado, y en tales casos, el Juez debe
suspender la ejecución y notificar al ente público para
que éste resuelva la forma cómo ha de cumplir la con­
dena, en el caso de que se trate de condena al pago de
sumas de dinero. Esta regulación del Código de Proce­
dimiento Civil, que data de 1916, indudablemente que
puede originar situaciones injustas para el particular
demandante, pues la forma y modalidad del pago de su­
mas de dinero queda entera y exclusivamente en manos
del Juez. En la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia al contrario, se establecen, en sus artículos 173
y 174, algunas normas que buscan corregir esta situa­
ción a través del otorgamiento al Juez contencioso-ad­
ministrativo, de poderes de sanci6n mediante multas, a
los funcionarios que por alguna raz6n no cumplan con
las decisiones judiciales, o las cumplan en una forma
evidentemente negligente.

90. ArtÍculo 94 y sfgts, de la Ley Orzánica de la Corte Suprema
de Justicia.

91. Artículo 8 de la Ley Orzá;nica de la Hacienda Pública Na­
cional.

92. Artículo 16 de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública Na.
cional.
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Como conclusión, puede decirse que en el procedi­
miento del recurso contencioso de plena jurisdicción
rige, en principio, el Código de Procedimiento Cívíl ".
salvo las excepciones previstas en la Ley Orgánica de
la Corte Suprema de Justtcía, en la Ley Orgánica de la
Hacienda Pública y en la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de la República.

5. LOS RECURSOS CONTENaOSQ.ADMINISTRATIVOS

En términos generales, los recursos contencioso-admi­
nistrativos se han definido como medios jurídicos, pues­
tos a la disposición de los particulares y de las preten­
siones de los administrados, para obtener una satisfac­
ción de las mismas, por medio de un pronunciamiento
jurisdiccional de los órganos especiales de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa 9f.

Se trata por tanto, de medios jurídicos para satisfacer
pretensiones procesales y, en ese sentido, se asemejan,
como tales, a los otros medios jurídicos de carácter pro­
cesal. Por eso vale la pena precisar el ámbito del recurso
contencioso-administrativo, distinguiéndolo de otros me­
dios jurídicos para la satisfacción de pretensiones. Pro­
cede, por tanto, por una parte precisar la distinción
entre los recursos administrativos y los recursos conten­
cioso-administrativos; y, por la otra, establecer su dis­
tinción respecto de otros medios jurisdiccionales.

A. Distinción con los recursos administrativos

En relación a la distinción con los recursos adminis­
trativos, ésta surge, en primer lugar, de la autoridad
que decide el recurso. El recurso administrativo lo de­
cide una autoridad administrativa dentro de la jerar­
quía de la Administración Pública 95, en tanto que el
recurso contencioso-administrativo lo decide una auto­
ridad jurisdiccional con competencia especial, como he-

93. Artículo 681 y sigrs. del Código de Procedimiento Civil.
94. AlIan R. Brewer-Carías, Las Institucronqs••• o.p. cit., p. 295.
95. Artículos 94, 95, 96 y 97 de la ley Orgánica de Procedimien­

tos Administrativos. Véase además, Allan R. Brewer-Carías, El
Derecho Administrativo y la Ley Orgánica de ProcedimientoJ
AdminiJtrativoJ, Caracas 1982.
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mos visto. integrada en la denominada la Jurisdicción
Contenciosa-Admímstratíva.

En segundo lugar, la distinción surge de los motivos
de los recursos. El recurso administrativo puede ser in­
terpuesto por cualquier tipo de motivo, pues en realidad
se trata de una reclamación administrativa y como tal,
pueden contener variados fundamentos de hecho -Y de
derecho: que el acto es ilegal, o que es inconveniente o
inoportuno, o simplemente que no le satisface adecua­
damente su pretensión administrativa. Por tanto, cual­
quier motivo útil, jurídicamente hablando, puede ser
alegado por el administrado en el recurso administra­
tivo oo. En cambio, en el recurso contencioso-adminis­
trativo, el motivo está limitado al alegato de contrarie­
dad al derecho, por lo que sólo motivos de ilegalidad
pueden ser invocados ante la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa 97,

En tercer lugar, la distinción surge del análisis de los
poderes del Juez y del ente administrativo dectsor. En
el recurso administrativo, el superior jerárquico, por
ejemplo, tiene todos los poderes para decidir e inclusive
decidir más de lo pedido; hay posibilidad, por tanto, de
ultra petita en la decisión 98, En cambio, en el recurso
contencioso-administrativo, no hay posibilidad sino de
que se decida lo que se pida y lo que se alega. Por ello,
la Ley Orgánica de la Corte insiste en la necesidad de
que en el recurso se especifiquen las razones de ilegali­
dad y de hecho en que se funda el recurso, debiendo
ceñirse el Juez a lo pedido por el recurrente 99.

Es interesante destacar además, que en el caso del
recurso administrativo, la posible decisión más allá de
lo pedido, puede ser en perjuicio del propio recurrente,
admitiéndose entonces la llamada "reiormatlo in peius",
En el recurso administrativo, realmente los poderes de
la autoridad administrativa son sumamente amplios por­
que se trata todavía de una competencia administrativa,

96, Artículos 86 y 97 de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos.

97, Artículo 206 de la Constituci6n 1961.
98. Artículos 89 y 90 de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­

ministrativos.
99. Artículos 82, 130 Y 131 de la Ley Orgánica de la Corte

Suprema de Justicia.



lo que permite que si el superior jerárquico encuentra
que hay otros motivos para reformar el acto, o que el
particular tenía todavía menos razón de la que podía
haber alegado, pueda decidir conforme a los propios
elementos que tenga y en ningún caso ciñéndose exclu­
sivamente a lo que puede haber alegado el particular
en su recurso.

Por último. la distinción entre los recursos admínís­
trativos y los contencioso-administrativos surge de la
naturaleza de la decisión correspondiente. Tratándose
de una autoridad administrativa quien decide el recurso
administrativo, el acto decisor es evidentemente un acto
administrativo 100. En cambio, en el recurso contencioso­
administrativo, el acto decisor es un acto judicial.

B. Distinción entre los recursos
contencioso-administrativos

Pero aparte de la distinci6n anterior, entre los pro­
pios recursos de anulación y plena jurisdicción, tam­
bién pueden establecerse una serie de distinciones que
es conveniente retener.

En efecto, en cuanto a la regulación del procedimien­
to, si bien ahora la Ley Orgánica de la Corte trae una
regulación global del mismo, sin embargo, se distinguen
porque en el caso del recurso contencloso-admínistra­
tivo de anulación se aplica, con preferencia, la Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, y supletoria­
mente el Código de Procedimiento Civil, en tanto que
en el recurso contencioso de plena jurisdicción el prin­
cipio es el contrario: de acuerdo a lo establecido en la
Ley, se aplica con preferencia el Código de Procedi­
miento Civil, salvo las normas especiales de la Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de Justicia, de la Ley Or­
gánica de la Hacienda Pública Nacional y de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República
aplicables a los procedimientos de las demandas con­
tra la República o los demás entes públicos.

Hay otra serie de diferencias entre dichos recursos,
las cuales también se han visto, fundamentalmente en

100. Artículo 90 de la. Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos.
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relación a los requisitos procesales. En efecto, ya seña­
lamos la distinción que surge en cuanto al lapso de In­
terposici6n de ambos recursos: en el caso del recurso de
anulaci6n contra los actos de efectos particulares, el
lapso de interposición es de seis (6) meses, contados a
partir del momento en que el acto comienza a surtir
efectos; en el caso del recurso contencioso de plena ju­
risdicción, rige el lapso ordinario de prescripción de la
acción que va envuelta en el propio recurso.

La legitimación activa también es distinta en los dí­
versos recursos: en el caso del contencioso de anulación
contra actos de efectos particulares, está dada a quien
tiene un interés legtíímo, personal y directo; y a quien
tiene un simple interés calificado cuando se trata de un
acto administrativo reglamentario. En el recurso de
plena jurisdicción, en cambio, se exige como elemento
de legitimación activa, el que el recurrente sea titular
de una situación jurídica subjetiva lesionada por la ac­
tividad de la administración.

El agotamiento de la vía administrativa también dis­
tingue claramente ambos recursos: en el supuesto del
contencioso de anulación contra actos de efectos partí­
culares, el agotamiento de la vía administrativa se rea­
liza a través del ejercicio de los recursos administrati­
vos, y fundamentalmente el recurso jerárquico; en cam­
bio, en el caso del contencioso de plena jurisdicción, el
agotamiento de la vía administrativa se realiza por el
cumplimiento del procedimiento administrativo previo
a las demandas contra la Nación que prevé la Ley Or­
gánica de la Procuraduría General de la República.

Pero existen también otras distinciones entre ambos
recursos, las cuales es interesante retener. En primer Iu­
gar, en relación al objeto del recurso: en el de anulación,
el objeto del recurso es, como lo indica su nombre, la
anulación total o parcial de un acto administrativo, aún
cuando ahora, la Ley Orgánica admite que a la preten­
sión de anulación se acompañen pretensiones de con­
dena conforme se regula en el artículo 131. En cambio,
en el recurso de plena jurisdicción el objeto de la acción
es una pretensión de condena y, por tanto, mucho más
amplio: puede ser, por ejemplo, la condena al pago de
sumas de dinero por daños y perjuicios, originados por
responsabilidad contractual o extracontractua], o la con-
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dena al restablecimiento de situaciones jurídicas subje­
tivas. lo cual también puede implicar la anulación de
actos administrativos.

En cuanto a los poderes del Juez, también hay una
distinción muy característica entre ambos recursos. En
efecto, en el recurso de anulación el Juez tiene facultad
para declarar la nulidad o DO del acto, pero no tiene
facultad para reformarlo. no pudiendo sustituirse o de­
cidir por la Administración. El Juez, en efecto. puede
anular un acto, lo que consecuencíalmente tiene que
producir el que la Administración dicte otro acto o sus­
tituya el que había dictado, pero el Juez no puede re­
formar por sí mismo directamente el acto.

En el recurso de plena jurisdicción, en cambio, por
estar envuelta tina situación jurídica subjetiva, el Juez
puede decidir la condena de la Administración y hasta
cierto punto, obligarla a tomar una decisión más direc­
tamente, cuando se trata, por ejemplo, del restableci­
miento de una situación jurídica subjetiva lesionada por
la actividad administrativa. En esos casos, el Juez,
cuando decide, restablecer la situación jurídica y co­
loca, por ejemplo, a un funcionario en ejercicio del car­
go del cual había sido destituido ilegalmente, tiene
un poder de decisión evidentemente más amplio que
la sola decisión de declarar o no la nulidad de un acto.

También conlleva una clara distinción, los efectos de
la decisión que en cada caso adopte el Juez En el recur­
so contencioso de anulación, la decisión tiene efectos
erga omnes, es decir, de validez general; en cambio, en
el recurso de plena jurisdicción, al tratarse de una de­
manda de un administrado contra la República, en
principio, la decisión tiene efectos ínter-partes, funda­
mentalmente, en cuanto a las pretensiones de condena.
No está claro, sin embargo, el que pueda tener un efecto
ínter-partes cuando hay de por medio una pretensi6n
de anulaci6n que acompaña a una pretensión de con­
dena o una pretensión de restablecimiento de una si­
tuaci6n jurídica lesionada. En estos, casos estimo que
la decisión del Juez de anular un acto administrativo con
motivo de decidir un recurso contencioso de plena ju­
risdicción, debe también tener efecto erga omnes, por
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el objeto mismo de la decisión y de la pretensión de
anulación que la provoca.

Por último, también surge una distinción entre los
recursos derivada de la naturaleza de la situación [uri­
dica en que se fundamentan. El recurso contencioso de
anulación -hemos visto- busca básicamente el resta­
blecimiento de la legalidad, por eso se le califica como
recurso de ilegalidad e inclusive como recurso objeti­
va. En este último caso, el calificativo de objetivo surge
de la situación jurídica general, objetiva e impersonal
establecida en la Ley que ha sido violada y que debe
ser restablecida. En cambio, el restablecimiento de la
situación jurídica que se busca en el recurso de plena
jurisdicción se refiere a una situación jurídica subjetiva,
y por eso también se lo califica como recurso subjetivo.

6. EL RECURSO CONTENCIOSO·ADMINISTRATIVO DE
ANULACION

A. Características generales

El recurso contencioso-administrativo de anulación ha
sido definido como medio de impugnación jurisdiccional
de los actos administrativos por razones de ilegalidad 101.

De acuerdo a esta definición, tiene algunas caracterís­
ticas particulares que deben destacarse,

En primer lugar, se trata de un medio de impugna­
ción jurisdiccional, que se ejerce ante órganos jurisdic­
cionales especiales contencioso-administrativos y que,
por tanto, tiene carácter de orden público. Esto implica,
en primer lugar, que el recurso no puede ser relajado
por convenios entre particulares, al igual que cualquier
tipo de recurso jurisdiccional 102; y en segundo lugar, que
se puede ejercer, sin necesidad de que una ley expresa
10 consagre.

Es más, el principio del carácter de orden público de
este recurso ha sido interpretado por la jurisprudencia
de la Corte Suprema de Justicia de tal forma, que se ha
establecido que en aquellos supuestos en que alguna

101. AlIan R. Brewer-Cerias, Las Instituciones .. " op, cit., p. 390.
102. Artículo 6 del Código Civil.



ley disponga que "contra un acto administrativo no ha­
brá recurso alguno", ello no puede abarcar al recurso
contencioso-administrativo de anulación, sino que esa
expresión que se consagra en algunas leyes especiales,
se refiere exclusivamente a los recursos administrati­
vos 103. En otras palabras, se trata de la consagración
indirecta de que una decisión agota la vía administra­
tiva y que contra la misma no procede ejercer ni el
recurso jerárquico ni el de revisión o de reccnslderacíón,
sin que implique, en ningún caso, la imposibilidad de
intentar el recurso contencioso de anulación que, como
recurso de orden público, es siempre procedente.

Pero además de ser un medio de impugnación juris­
diccional, el recurso de anulación está dirigido exclusi­
vamente a impugnar actos administrativos unilaterales,
sean de carácter general o sean de carácter individual.
Por tanto, del recurso están excluidos otros actos dis­
tintos a los administrativos y, en particular, los judicia­
les, legislativos, o de gobierno, así como los actos admi­
nistrativos de carácter bilateral y contractual. En este
último caso, el contrato administrativo puede ser, en
principio, objeto de un recurso contencioso de plena
jurisdicción, pero aún en el supuesto de que se solicite
la anulación de un contrato, la Ley Orgánica en el ar­
tículo 111 ordena que se siga el procedimiento del re­
curso contencioso de plena jurisdicción.

Pero además de tratarse de un medio de impugnación
jurisdiccional dirigido contra actos administrativos uni­
laterales, el recurso de anulación sólo puede intentarse
por razones de ilegalidad, quedando excluidas las ra­
zones de mérito.

B. Diferencia con otros medios judiciales
de impugnación

Ahora bien, aún caracterizado en esa forma, el re­
curso de anulación debe ser cuidadosamente diferen­
ciado de otros medios de impugnación jurisdiccionales
que establece nuestro ordenamiento jurídico respecto de
otro tipo de actos, particularmente del recurso de casa­
ción y del recurso por inconstitucionalidad.

103. AlIan R. Brewer-Carfas, Las ImtituciOn8! ... , op, cil,. p. 392.
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En efecto, el recurso de casación también es un me­
dio de impugnación jurisdiccional, pero de sentencias,
es decir, de actos jurisdiccionales, y como tal, tiene si­
militud con el contencioso-administrativo de anulación
en cuanto a que también es un medio de control de la
legalidad de los actos del Estado. Sin embargo, si bien
el recurso de casación es un típico medio de control de
la legalidad de ciertas sentencias que son recurribles
ante las Salas de Casación de la Corte Suprema de Jus­
ticia 10\ el recurso de anulación es un medio de con­
trol de legalidad de los actos administrativos. Se distin­
guen ambos recursos, por tanto, por el objeto: en el
recurso de Casación el objeto es un acto jurisdiccional
y en el recurso de anulación un acto administrativo.

Ambos recursos requieren además, el agotamiento de
la vía precedente: en el recurso contencioso de anula­
ción la vía a agotarse es la vía administrativa, en tan­
to que en el recurso de Casación, la vía a agotarse es la
vía jurisdiccional ordinaria. pues no toda sentencia ju­
dicial es recurrible en Casación.

En cuanto a la legitimación activa de dichos recur­
sos también pueden establecerse ciertas distinciones: en
el de Casación, para que haya legitimación, es necesario
haber sido parte en el proceso previo. en tanto que en
el recurso de anulación, si bien se requiere ser titular
de un interés legítimo, el recurrente no necesariamente
tiene que haber actuado en el procedimiento de agota­
miento previo de la vía administrativa. El recurso admt­
nistrativc, como medio de agotar la vía administrativa,
puede haber sido interpuesto por cualquier interesado, y
el recurso contencioso también, aun cuando el recurren­
te sea distinto al interesado que introdujo el recurso
administrativo que agotó la vía administrativa.

Por último. debe señalarse que si bien es cierto que
ambos recursos son medios de control de la legalidad
de actos del Estado, hay una mayor amplitud de con­
trol en el recurso contencioso-administrativo de anula­
ción, el cual procede por contrariedad al derecho, que

104. Artículo 21:5. ordinal 10 de la Constitución 1961 y Artfcu­
lo 418 y ss. del Código de Procedimiento Civil.



en el recurso de Casación, cuyos motivos son más limi­
tados 105,

Otro medio de impugnación jurisdiccional que tam­
bién se distinguía del recurso contencioso administrati­
vo de anulación, y respecto del cual había mucha con­
fusión, era el recurso por inconstitucionalidad, pero aho­
ra a la Ley Orgánica ha hecho una asimilación, en cuan­
to al procedimiento. de los juicios contra los actos ad­
ministrativos de efectos generales y de los juicios de
inconstitucionalidad contra los actos estatales de tango
legal. La distinción. ahora es de orden procesal, y no
en cuanto a los motivos de impugnación 100.

Debe recordarse que en el recurso contencioso de
anulación contra actos de efectos particulares, pueden
alegarse motivos de inconstitucionalidad. Sin embargo,
no todo motivo de ínconstítucionalídad puede alegarse
en la jurisdicción contencioso-administrativa, pues solo
pueden esgrimirse motivos de inconstitucionalidad que
impliquen violación directa de una norma constitucio­
nal. Un acto administrativo individual que establezca,
por ejemplo, una discriminación por razón de la raza,
el credo o la condición social, es un acto administrativo
que viola directamente el artículo 61 de la Constitución
y por tanto a pesar de que no haya propiamente una
ley violada, es un acto susceptible de ser declarado nulo
por la jurisdicción contencioso-administrativa. Sin em­
bargo, cuando no se trata de una violación indirecta
de la Constitución la que afecta al acto, y se trata de
una incompetencia no es posible alegar por sí solo los
motivos de ínconstítucíonalidad, consistentes en viola­
ción del artículo 117 de la Constitución sino que es ne­
cesario alegar, también, motivos de violación de Le,?;,
conforme lo exige el artículo 133 de la Ley Orgánica t 7.

105. Artículos 419 y 420 del C6di¡o de Procedimiento Civil.
106. Véase lo expuesto en el capítulo anterior.
107. AlIan R. Brewee-Cerías, Las lnstiluckmes .•. , Qp. cit., pp.

396 y 397.
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C. Objeto del recurso: el acto administrativo

En efecto, se ha señalado que hay tres condiciones de
admisibilidad del recurso contencioso de anulaci6n, con­
tra los actos administrativos de efectos particulares, las
cuales a la vez operan como requisitos procesales: la
legitimación activa, otorgada a quien tiene un interés
legítimo; el agotamiento de la vía administrativa, bus­
cando que el acto emane del superior jerárquico; y que
el recurso se intente en un lapso de caducidad especí­
ficamente establecido en la ley y que es de seis (6)
meses. Cumplidos estos requisitos procesales, debe te­
nerse en cuenta que el objeto del recurso tiene que ser
siempre un acto administrativo general o individual, de
carácter unilateral, no procediendo el recurso, se insis­
te, ni contra actos legislativos, judiciales o de gobierno,
ni contra hechos o actuaciones de la Administración
que no configuren un acto administrativo.

Pero para que un acto administrativo de efectos par­
ticulares pueda ser objeto de un recurso contencioso­
administrativo de anulación, además, el mismo debe
cumplir una serie de requisitos o condiciones; es nece­
sario, que el acto administrativo lesione un interés legí­
timo, para que pueda producirse la legitimación activa,
y además, es-indispensable que se trate de un acto de­
finitivo, que causa estado y que no sea firme.

a o Las condiciones de recurribilidad de los
actos administrativos de efectos
particulares

Tres son, por tanto, las condiciones de recurribilidad
de los actos administrativos en la vía contencíoso-admt­
nístrativa, que analizaré separadamente 108.

a', Que el acto aJminiJtrativo sea definitivo

Un acto administrativo es definitivo cuando implica
la resolución, con plenos efectos jurdicos, de la cuestión
sometida a conocimiento o decisión de la Administra-

108. Allan R. Brewer-Carfes, "Las Condiciones de Recurriblli­
dad .•. ", loe. cit. Véase además, Allan R. Brewer-Caeíes, El
Derecho Administrativo y la Ley Orgánica de Procedimien­
tos Administrativos. Caracas 1982.
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cíón. El acto definitivo, por tanto, es el que resuelve
el fondo del asunto 109, y por ello, no necesariamente es
un acto que emana del superior de la jerarquía admí­
nistrativa. Normalmente, el acto es definitivo a niveles
inferiores de la jerarquía, y por elle se distingue el acto
definitivo del acto que causa estado.

Por contraposición al acto definitivo se habla de ac­
tos de trámite o preparatorios de la decisión y que for­
man parte del procedimiento administrativo 110. Serían
actos de trámite, y por tanto, no recurribles, las actas
de iniciación de un procedimiento. las citaciones y no­
tificaciones, los actos consultivos (opiniones, dictáme­
nes) y en fin, todos los actos destinados a permitir y
preparar la decisión de fondo. Por ello, los actos de
trámite no ponen fin al asunto y en cambio. el acto de­
finitivo sí pone fin al asunto, en tanto en cuanto re­
suelve el fondo del mismo. Para que un acto sea re­
currible es necesario. por tanto, que sea de estos actos
administrativos definitivos.

Pero. sin duda. algunos actos administrativos de trá­
mite pueden tener fuerza de definitivos porque impidan
la continuación del procedimiento administrativo o de­
cidan indirectamente el fondo del asunto. En estos ca­
sos, aun cuando se trate de actos de trámite, por tener
fuerza de definitivos. son también susceptibles de ser
recurridos en vía contencioso-administrativa. Se aseme­
ja esta situaci6n a lo que sucede en materia de recurso
de casación, en el cual procede el recurso no s610 con­
tra las sentencias definitivas de última instancia sino
contra las interlocutorías que pongan fin al juicio o
hagan imposible su continuación; a lo regulado en la
Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en ma­
teria de recursos administrativos 111.

109. Artículo 62 de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos (toPA).

110. Artículos 9 y 85 de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos.

111 . Articulo 85 de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi­
nistrativos.
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b'. QII8 el licio aaminislf'tSlivo (tSfIse esltSJo

Un acto administrativo causa estado cuando no es
revisable en vía administrativa porque se ha agotado la
misma; y la vía administrativa se agota, sea porque el
acto ha sido dictado por el superior jerárquico y no se
prevé legalmente ningún recurso de reconsideración
contra el mismo; sea porque el acto del inferior se ha
recurrido por vía jerárquica ante el superior, y su de­
cisión agota dicha vía, o se ha recurrido por vía de
reconsideración del acto por el inferior; sea porque el
acto del inferior, per se, legalmente agote la vía admi­
nistrativa al no preverse su revisión ni por vía de re­
consideración ni por vía jerárquica.

El ordenamiento jurídico, en este sentido, es variable
y prevé esas diversas formas de agotamiento de la vía
administrativa: por ejemplo, en materia de registro de
la propiedad industrial, para que se agote la vía admi­
nistrativa debe recurrirse el acto del Registrador para
ante el Ministro de Fomento; en materia del Impuesto
sobre la Renta, la vía administrativa se agota con la
decisión, por parte del Administrador respectivo, del
recurso de reconsideración que se intente contra su li­
quidación; y en materia de inquilinato, la decisión del
Director respectivo agota la vía administrativa.

Con este requisito de recurribilidad se persigue que
el acto administrativo, para poder ser impugnado, debe
estar investido de la necesaria estabilidad de manera
que no pueda ser ya revisado, legalmente, por la pro·
pia Administración.

e'. QII8 el sao aaministf'ativo no sell ¡"me

Por último, para que sea recurrible en vía contencio­
se-administrativa, el acto administrativo de efectos par­
ticulares no debe ser un acto firme, es decir, irrecurri­
ble para el interesado, por haberse vencido el lapso de
caducidad previsto en la Ley m. La firmeza equivale,
entonces, a irrecurribilidad por el transcurso del lapso
de caducidad dentro del cual debe intentarse el recurso,

112. Artículo 97 de la ley Orgánica de Procedimientos Admi·
nletrativos.



que no puede interrumpirse y se cumple fatalmente.
Por supuesto. la firmeza es una característica de los ac­
tos administrativos de efectos particulares, y por eso
la diferencia de procedimiento en relación a los actos
administrativos de efectos generales o contenido nor­
mativo: éstos no tienen lapso de caducidad para impug­
narlos pues no adquieren firmeza; al crear situaciones
jurídicas generales, las mismas pueden ser modificadas
o derogadas en cualquier momento, y por tanto, tam­
bién impugnadas en cualquier tiempo.

De acuerdo al artículo 134 de la Ley Orgánica de la
Corte, el lapso de caducidad establecido para la impug­
nación de los actos administrativos de efectos particu­
lares es de 6 meses contados a partir del comienzo de
los efectos del acto, es decir, a partir de su publicaci6n
en la Gaceta Oficial de la República o de su notifica­
ci6n al interesado, "si fuere procedente y aquella no
se efectuare", Parecía, de esta norma, que se dejaba a
la Administraci6n la posibilidad de recurrir siempre a
la publicaci6n de los actos para que comenzaran a sur­
tir efectos obviando el requisito de su notificación per­
sonal, lo cual ha sido ahora eliminado por la Ley Orgá­
nica de Procedimientos Administrativos de 1981 113

, La
Ley no regula, sin embargo, los supuestos de lapsos de
caducidad más reducidos establecidos en leyes especia­
les. En estos casos, como 10 ha establecido la jurispru­
dencia, estimamos que deben aplicarse con preferencia
las normas especiales que establecen plazos especfft­
coso

De acuerdo a 10 antes señalado, por tanto, los actos
administrativos de efectos individuales para que pue­
dan ser recurribles deben ser definitivos, que causen
estado, y que no sean firmes,

b. El caso del silencio administrativo

Ahora bien, para que proceda el recurso, es necesario
que exista un acto administrativo, es decir, que se haya
manifestado la voluntad de la Administración en forma
previa. Por ello, en principio, si no hay acto definitivo

113. Artículo 73 y sigts. de la Ley Or¡ánica de Procedimientos
Administrativos.
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que causa estado no habría recurso contencioso-admi­
nistrativo. Sin embargo. la Ley Orgánica de la Corte
admite dos supuestos de recurso en la ausencia de un
acto que reúna las condiciones de recurribilidad seña­
ladas.

En efecto, en primer lugar, admite un recurso contra
la inacción o el silencio total de la Administración, al
atribuir a la Corte competencia para "conocer de la
abstención o negativa de los funcionarios nacionales a
cumplir determinados actos que estén obligados por las
leyes, cuando sea procedente, en conformidad con la
Ley" (Art. 42, ordinal 23); atribución que se confiere.
en la misma forma, a los Tribunales Superiores, en los
casos de abstención o negativa de las autoridades es­
tadales o municipales (Art. 182, ord. 19) . Este recurso
contra la inacción, sin embargo. está sujeto a lo que
dispongan las leyes especiales, por lo que su aplicación
debe vincularse a la obligación de decidir regulada en
la Ley Orgánica de Procedimientos "Administrativos.

En segundo lugar, la Ley prevé la posibilidad de re­
currir un acto administrativo que no causa estado por
no haberse decidido el recurso administrativo interpues­
to contra el mismo en un lapso de noventa días a con­
tar de la interposición. A pesar de que no haya causado
estado, la Ley admite el recurso en el lapso de seis me­
ses contados a partir de la publicación o notificación
del acto del inferior que se ha recurrido (Art. 136).

En esta forma se asegura el derecho al recurso juris­
diccional, del interesado, aún ante el silencio de la Ad­
ministración.

Esta disposición de la Ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia ha sido modificada por la Ley Orgáni­
ca de Procedimientos Administrativos de 1981, la cual
además cambia el sentido de la regulación anterior.

En efecto, el artículo 49 de la Ley Orgánica de Pro­
cedimientos Administrativos establece. al contrario de
la Ley Orgánica de la Corte Suprema, un verdadero
efecto negativo del silencio, en el sentido de que trans­
currido el lapso de decisión, se presume que se produce
una decisión tácita denegatoria, a los solos efectos de
la garantía de los derechos del administrado. Además
se prevé este efecto negativo, no sólo en los casos de
recursos administrativos no decididos en el lapso pres-

54



crtto, sino de peticiones y solicitudes no resueltas en
los lapsos regulados en la ley 114,

D. Los motivos del recurso

La jurisdicción contencioso-administrativa tiene por
objeto controlar la conformidad con el ordenamiento
jurídico, de los actos administrativos, y por ello, la Cons­
titución le da atribución para declarar la nulidad de dí­
chos actos por "contrariedad al derecho". La expresión,
que ya se ha comentado, implica que el control no
es s610 un control de la legalidad en sentido estricto
-sumisión a la Ley- sino de la eonfonnidad con el
orden jurídico; y éste abarca no sólo el derecho escrito
sino también los principios generales del derecho ad­
ministrativo. No es difícil comprender cuán importante
ha sido el control ejercido por la Corte Suprema sobre
la Administración tomando como base los principios ge­
nerales del derecho administrativo, en ausencia de cuer­
pos normativos que establezcan y precisen el régimen
jurídico del actuar administrativo.

En base a este control de sumisión al derecho de los
actos administrativos, el panorama de los motivos del
recurso contencioso-administrativo de anulación contra
los actos administrativos de efectos particulares, o en
otras palabras, de los vicios de dichos actos, es suma­
mente amplio. Por ello, a continuación nos limitaremos
a exponer las líneas generales de dichos motivos, desta­
cando los de mayor importancia, en dos grandes grupos:
los vicios de inconstitucionalidad y los vicios de ilega­
lidad, donde incluiremos todos los vicios de contrarie­
dad al derecho m.

114. Artículos 4 y 93 de la LOPA. Véase Allan R. Brewer-Ca­
rías, "El sentido del silencio administrativo en la Ley Or­
gánica de Procedimientos Administrativos" en Revista de
Derecho Público, NQ 8, Caracas, Oct.-Dic. 1980, pp. 27 Y
siges.

115. Véase AlIan R. Brewer-Carfas, "Consideraciones sobre la Ile­
galidad de los Acros Administrativos en el Derecho Venezo­
lano", en Revista de AdminiJtrlUMn Pública, W 43, Madrid,
enero-abril 1964, pp. 427-456; y AIlan R. Brewer-Catías, "El
Recurso Contencioso-Administrativo ... , loe. cit.
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a, Vicios de inconstitucionalidad

El \ricio de inconstitucionalidad puede acompañar al
acto administrativo cuando éste viola, directamente, una
norma constitucional, o cuando está viciado de incom­
petencia, pero de orden constitucional.

a', Violación directa de 111 ComUlflción

La violación directa de la Constitución se produce
cuando el acto administrativo vulnera, directamente,
una norma constitucional Esto sucede, por ejemplo, en
un acto discriminatorio que viole el principio de la
igualdad consagrado en el artículo 61 de la Constí­
tuclón.

Sin embargo, como se dijo, no toda norma constitu­
cional puede invocarse como violada a los efectos de la
procedencia del recurso contencioso-administrativo de
anulación de los actos administrativos: la infracción
del artículo 117 de la Constitución, que prevé que este
texto "y las leyes definen las atribuciones del Poder
Público, y a ellas debe sujetarse su ejercicio", conforme
al artículo 133 de la Ley Orgánica de la Corte "no po­
drá invocarse como fundamento" del recurso. La raz6n
de esta norma, que recoge una doctrina jurlsprudencíal,
es evitar que se impugnen actos administrativos por in­
competencia, con la sola invocaci6n del artículo 117 de
la Constttucíón, sin la indicación precisa de las normas
legales o constitucionales atributivas de competencia
que han sido lesionadas,

b'. La incompelencia de orden conslitucional

El segundo vicio de ínconstttucíonalídad de los actos
administrativos es la incompetencia de orden Constítu­
cional, que puede ser o la usurpación de autoridad o la
usurpación de funciones,

a", La usurpación de autoridad

La usurpación de autoridad se produce cuando una
persona sin investidura, asume una fución pública y



realiza actividades administrativas. Según la Constttu­
ci6n (Art. 119) "toda autoridad usurpada es ineficaz y
sus actos son nulos"; y dicho vicio se da no sólo en la
ausencia de investidura del autor del acto, sino en los
casos de investidura ya concluida o de investidura írre­
guIar o anulada.

b". La usurpación de funciones

La usurpación de funciones, por otra parte, se pro­
duce cuando se dicta un acto administrativo por una
autoridad administrativa con investidura pero ejercien­
do funciones públicas atribuidas a otro órgano de otro
Poder del Estado. Existiría este vicio cuando la autoridad
administrativa dicta el acto usurpando funciones atri­
buidas a los Tribunales o a las Cámaras Legislativas.
Se trata de une incompetencia de urden consutucioraú,
pues en dicho texto es que se establece la separación
orgánica de poderes.

b. Vicios de ilegalidad

Además de los vicios de inconstitucionalidad, los ac­
tos administrativos de efectos particulares pueden estar
viciados y dar motivo al recurso de nulidad, por diver­
sas contravenciones al derecho o al ordenamiento jurí­
dico. A pesar de que el término "ilegalidad" podría
identificarse con la sola violación de Ley, por simple
convencionalismo y debido a su uso común, empleare­
mos la expresión "vicios de ilegalidad" para englobar
todos estos vicios de contrariedad al derecho, que or­
denaremos en cuatro grandes grupos: la violación de la
Ley u otra norma de derecho administrativo; vicios que
afectan los requisitos de fondo de los actos administra­
tivos; vicios que afectan los requisitos de forma de los
mismos; y vicios que afectan los efectos de dichos ac­
tos.

a'. La violación de la Ley N otra norma
de derecho aJminisl1'atwo

El primer grupo de vicios de los actos admíntstrati­
vos se produce cuando, al dictarlos, el funcionario vio-
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la directamente alguna de las fuentes del derecho ad­
ministrativo aplicable a su actuación, sea una Ley. un
reglamento o un principio general del derecho admí­
nistrativo. Debe señalarse que, en particular, en este
último supuesto, la jurisprudencia de la Corte Suprema
de Justícia ha sido reiterativa en admitir la violación
de principios generales del derecho administrativo co­
mo vicio de los actos. Tal ha sucedido, por ejemplo.
como se verá, con el principio audi alteram partí (au­
diencia del interesado) 116,

b', Los vicios que afectan los requisitos
de fondo de los actos

Los vicios de los actos administrativos que afectan sus
requisitos de fondo tienen que ver con la competencia,
la base legal, el objeto, la finalidad, y la causa, y su­
cesivamente se denominan: incompetencia. ausencia de
hase legal, vicio en el objeto, desviación de poder y
abuso o exceso de poder. Sin dejar de hacer una rápida
mención respecto de todos ellos, me detendré algo en
el análisis del vicio de abuso o exceso de poder, o vicio
en la causa del acto administrativo que abre un riquí­
simo campo de control en el contencioso-administrati­
vo, particularmente respecto de los actos discreciona­
les.

a". La incompetencia

Sin duda, la incompetencia es el vicio más común de
los actos administrativos de efectos particulares, tam­
bién denominado en la doctrina, extralimitación de atri­
buciones. En efecto, la competencia, en derecho públí­
co, requiere texto expreso, por lo que la misma no se
presume. Por tanto, todo acto dictado por un funciona­
rio que no tenga atribnción expresa para emanarlo es
un acto viciado de incompetencia. Esta incompetencia,
por otra parte, puede ser por la materia, el territorio,
el tiempo y el grado jerárquico 117.

116. ABan R. Brewer-CarIas, Las Imlitucio1les •.. , op. cil.
117. Allan R. Brewer-Carías, Introducción al Estudio de la 0,­

ganización Administratwa Venl%oldna, Editorial Jurídica Ve-



Debe señalarse, además que así corno la competencia
requiere texto expreso, las desviaciones de la competen­
cia, es decir, la delegación y la avocación, también re­
quieren texto expreso. Por tanto, también sería ilegal el
acto administrativo dictado en base a una delegaci6n
no autorizada legalmente.

b'', La euseneíe de base legal

Pero el acto administrativo de efectos particulares
también puede estar viciado cuando se dicta por un
órgano competente, pero sin base legal. Por ejemplo,
el registrador de la propiedad industrial tiene compe­
tencia para negar el registro de una marca que tenga
similitud con otra ya registrada; sin embargo, si ésta ya
había pasado al dominio público, la negativa de regis­
tro carecería de base legal, es decir, el supuesto de de­
recho no sería el aplicable al supuesto de hecho que
es la causa del acto administrativo.

e", El vicio en el objeto

El tercer vicio que afecta los requisitos de fondo del
acto administrativo, es el vicio en el objeto, cuando éste
constituye un ilícito (delito), cuando es indetermina­
do o indeterminable, o es de ejecuci6n imposible. En
estos casos la sanci6n al vicio es la nulidad absoluta 118,

d''. la desviación de poder

El VICIO en la finalidad del acto administrativo, por
ejemplo, cuando ésta no se cumple o se desvía, se de­
nomina "desvíaoíón de poder", término consagrado en
el artículo 206 de la Constitución. Conforme a ello, es­
tarlan viciados de desviaci6n de poder, los actos dicta­
dos por un funcionario competente y conforme al su-

. puesto legal aplicado, pero buscando un fin distinto,
particular del funcionario y aún público, pero distinto
al previsto en la norma.

neeolana, Colección Monografías Administrativas N~ 1, Cara­
cas, 1978.

118. Artículo 19. ordinal 39 de la Ley Orgánica de Procedimien­
tos Administtativos.
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e". El abuso o exceso de poder

Por último, además de la incompetencia, de la au­
sencia de base legal, de los vicios en el objeto y de la
desviación de poder, los actos administrativos pueden
también estar viciados en su causa o en sus motivos,
y al vicio en la causa o motivo lo denomina la [urispru­
dencia como "abuso o exceso de poder".

En nuestro criterio, este el vicio que muestra ma­
yor interés práctico, pues entre otros factores, su desa­
rrollo por la jurisprudencia ha permitido el control de
los motivos, particularmente en el acto discrecional.

En efecto, la causa o motivo del acto administrativo
está configurado por las circunstancias o presupuestos
de hecho que provocan la adopción del acto. Previa a
la emisión de todo acto administrativo, por tanto, la
Administración debe realizar una doble operación: la
comprobación de los hechos y la calificación y apre­
ciación de los mismos. En ambas operaciones pueden
surgir vicios.

a'". Vicios en la comprobación de los hechos

En el procedimiento administrativo, en general, y
particularmente en los procedimientos sancíonatorios, la
carga de la prueba de los presupuestos de hecho está
en manos de la administración. Ella, por tanto, debe
comprobar los hechos; y en esta comprobación de los
hechos la administración -al igual que en materia pro­
cesal civil y en el ámbito del control de Casación- us
puede violar una norma legal establecida para valorar
el mérito de la prueba, sea porque valore una prueba,
para probar hechos para los cuales no se admite; sea
porque le dé valor pleno a una prueba mal hecha; sea
porque incurra en falso supuesto, es decir, admita como
probados hechos que no lo han sido en el expediente
administrativo; dé por probados hechos que del mismo
expediente administrativo resultan inexactos; o atribuya
la existencia de menciones en actas del expediente ad­
ministrativo que no las contengan.

119. Artículo 435 del Código de Procedimiento Civil.

60



En todos estos supuestos, el vicio en la comprobación
de los hechos que constituyen la causa del acto admi­
nistrativo acarrea la ilegalidad del acto y su impugna­
bilidad.

b'". Vicios en la calificación y apreciación
de los hechos

Pero una vez comprobados los hechos. la Administra­
ción debe calificarlos y apreciarlos, y en esta operación
puede tergiversar los hechos, falseando los presupues­
tos, o puede apreciarlos erradamente, produciéndose un
error de hecho, En estos casos, el acto administrativo
dictado estaría también viciado.

Pero en este campo de la apreciación de los hechos
es precisamente donde se manifiesta plenamente el ejer­
cicio del poder discrecional de la Administración y,
por tanto, donde éste debe ser limitado para controlar
la tendencia a la arbitrariedad. En efecto, la esencia
del poder discrecional está en la libertad de aprecia­
ción de los hechos o motivos y de la oportunidad y
conveniencia de la acción, que el legislador otorga a la
autoridad pública; y precisamente, con el control con­
tencioso-administrativo de los motivos, es decir, de la
apreciación de los hechos por la Administración, se
persigue limitar la arbitrariedad administrativa.

Pero antes de señalar esos límites a la discreciona­
lidad, deben distinguirse los suupuestos que la configu­
ran, de la apreciación que puede existir en los casos
de previsión legal de conceptos jurídicos indetermina­
dos. En estos supuestos, por ejemplo, cuando las Or­
denanzas Municipales autorizan a las autoridades res­
pectivas a decidir la demolición de los inmuebles que
amenacen o se encuentren en ruina, la Autoridad Mu­
nicipal al apreciar el estado de "ruina" lo único que
hace es aplicar la Ley y determinar si el inmueble se
encuentra o no en ruina. Hay una sola solución a
adoptar en estos casos, aun cuando, por supuesto,
puede haber error de hecho en la apreciación. Sin
embargo, la administración no tiene libertad de apre­
ciación discrecional.

En la díscrecíonalídad auténtica, en cambio, la Admi­
nistración sí tiene libertad de apreciación de los hechos



y de la oportunidad y conveniencia de su acción, con­
cedida legalmente. La jurisprudencia contencioso-admi­
nistrativa en este sentido, ha venido apelando a los prin­
cipios generales del derecho para limitar la díscrecío­
nalidad y anular actos administrativos, y entre ellos, a
los principios de la racionalidad, justicia, igualdad y
proporcionalidad 120, lo cual ha sido acogido reciente­
mente por el artículo 12 de la Ley Orgánica de Proce­
dimientos Administrativos.

a' ..•. Las violaciones al principio
de la racionalidad

La primera limitaci6n al poder discrecional es que
éste debe ejercerse racionalmente tanto en relación a
la oportunidad de la actuaci6n como en cuanto a las
apreciaciones técnicas que sean necesarias.

En cuanto a la elección del momento oportuno de
la actuación, éste debe ser congruente con la medida
adoptada. Si por ejemplo, existe peligro de infección
de carne de cerdo, la prohibici6n de importación no
puede imponerse una vez que el mismo ha pasado. Por
otra parte, se hace necesario que la libertad de apre­
cíacíón responda a criterios técnicos racionales. En el
mismo ejemplo, si el peligro de infección de la carne
existe en determinados países, no tiene por que prohi­
birse la importación respecto de países de otros conti­
nentes. Las medidas administrativas deben así obede­
cer a criterios de racionalidad técnica, de manera que
si la Administración se aparta de ella, incurre en ile­
galidad.

La limitación de mayor importancia en este campo
a nivel del derecho positivo la encontramos en el Re­
glamento general de Alimentos que autoriza a la auto­
ridad administrativa para adoptar, con discrecionalidad,
las medidas sanitarias que considere conveniente para

120. Allan R. Brewer-Csrfes, "los Límites al Poder Discrecional
de las Autoridades Administrativas" en Revista de la Fa­
ctdtad de Derecho, Universidad Cat61ica Andrés Bello, N'I 2.
Caracas 1966. pp. 9·35; y en Ponencias VenezoLmaJ al Vl1
Cong1'eso lnlemacional de Derecho Comparado (Llpssala,
agosto 1966). Publicaciones del Instituto de Derecho Pri­
vado. Facultad de Derecho. Universidad Central de Venezuela.
Caracas, 1966. pp. 255·279.
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la mejor alimentación del país. Sin embargo. agrega el
Reglamento, que cuando dichas medidas deban tomar­
se a juicio de la autoridad sanitaria, deben estar fun­
dadas en principios, normas, directrices o apreciacio­
nes de carácter científico o técnico, y no pueden ser el
resultado de una actuación arbitraria. Tal sucede, por
ejemplo, en la prohibición que puede adoptarse de uti­
lización de determinados utensilios metálicos en la pre­
paración de alimentos.

b?", Las violaciones al principio
de la justicia

El acto administrativo discrecional. además de tener
que ser racional, debe ser justo y equitativo, por lo que
si, por ejemplo, una situación determinada se debe a
la acción un omisión de la propia Administración, no
podría ella sancionarla y dejar caer en el particular to­
das las consecuencias de la misma. Es clásico, en este
sentido, el ejemplo de la jurisprudencia italiana: no es
procedente la separación de un funcionario de su cargo
por bajo rendimiento en el trabajo, si la disminución
de su capacidad ha sido por causa del propio servicio
público. Los actos inequitativos, por tanto, también es­
tarían viciados.

c'", Las violaciones al principio
de la igualdad

Este principio, eu Venezuela de rango constitucional,
impone a la Administración la obligación de ser im­
parcial frente a los particulares y de dar un tratamien­
to igual a los que se encuentren en iguales condiciones.
Todo acto administrativo que dé tratos de favor o tra­
tos disparejos está viciado por descriminatorio. En este
campo, por otra parte, tiene una enorme importancia
el precedente administrativo: si frente a una situación
de hecho la Administración adoptó una decisión, sería
violar el principio de la igualdad si frente a otra situa­
ción de hecho igual adoptase otra decisión.



d'". La violación del principio
de la proporcionalidad

Pero no s610 el acto discrecional que sea irracio­
nal, injusto o desigual estaría viciado, sino que también
habría vicio en los supuestos del acto administrativo
desproporcionado. En efecto, si la Ley autoriza a la
Administraci6n para tomar las medidas que juzgue
conveniente dentro de una escala (un límite máximo y
mínimo para multas, por ejemplo), la Administración
no puede actuar arbitrariamente, sino que debe ade­
cuar su acto a los supuestos de hecho, de manera
que la relaci6n que se establezca sea proporcional. Por
ello, seria desproporcionado que ante una falta leve,
se imponga la sanción máxima.

e, Vicios que afectan los 1'equiJitos de f01'1na
de 10$ actos administrativos

Además de los vicios que afectan los requisitos de
fondo de los actos administrativos, también pueden
distinguirse los vicios que afectan los requisitos de for­
ma de dichos actos, y que podemos clasificar en re­
quisitos adjetivos y formales.

a". Los requisitos adjetivos

En cuanto a los requisitos adjetivos, éstos tienen que
ver con el cumplimiento del procedimiento administra­
tivo y todos sus trámites y exigencias, regulados ahora
en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos
de 1981. Este, como todo procedimiento, está constituí­
do por una serie de actos concatenados cuyo cumpli­
miento resulta indispensable para su continuación y pa.
ra la debida garantía del particular.

En este campo, por supuesto, muchos vicios podrían
detectarse. por lo que nos limitaremos a señalar los de
mayor relevancia. En cuanto a la iniciación del proce­
dimiento. por ejemplo. es de destacar que los procedi­
mientos sancionatorios generalmente deben iniciarse con
el levantamiento de un acta en la cual se deja constan­
cia de los hechos normalmente en presencia del intere-



sedo. La ausencia o defectos de esta acta afecta el acto
administrativo que en definitiva se dicte.

Por otra parte, todo acto administrativo que afecte
los derechos e intereses de un particular, debe ser dic­
tado previa audiencia del interesado, pues de lo con­
trario -lo que sucede con mucha frecuencia- se cer­
cenaría el derecho a la defensa del particular. En estos
casos el acto también estaría viciado.

En el curso del procedimiento administrativo, muchos
actos de trámite son de obligatorio cumplimiento de
manera que los actos podrían resultar viciados si esos
trámites no se cumplen. Esto sucede, por ejemplo, en
materia de consultas o dictámenes. Es muy frecuente
la exigencia de obtención obligatoria de opiniones de
órganos consultivos antes de que se dicte una providen­
cia; la no obtención de la consulta obligatoria viciaría
el acto administrativo; y si la consulta, además de obli­
gatoria. es vinculante. el hecho de que no la siga el
6rgano que dicta el acto también lo viciaría.

En todo caso. la ausencia total y absoluta del proce­
dimiento legalmente pautado. daría origen a un vicio
de nulidad absoluta en los actos administrativos, con­
forme se prevé en el artículo 19, ord. 4 de la Ley Or­
gánica de Procedimientos Administrativos.

b'', los requisitos formales

Pero además de requisitos adjetivos o procedimenta­
les. cuyo incumplimiento vicia el acto administrativo,
también existen una serie de requisitos formales de ne­
cesario cumplimiento.

Por ejemplo, en cuanto a la formaci6n de la volun­
tad de los 6rganos colegiados. es indispensable la ob­
servancia de los requisitos de quórum para la instala­
cíón, para la delíberacíón y para la votación; de lo con­
trario -lo que también es muy frecuente- el acto es­
taría viciado.

Por otra parte, el acto administrativo debe ser, en ge­
neral, expresado formalmente por escrito con fecha, fir­
ma y sello, y demás requisitos establecidos en el ar­
tículo 18 de la Ley Orgánica de Procedimientos Ad­
ministrativos y la ausencia de estos requisitos podría
afectar el acto.



Por último, entre los requisitos formales de los actos
administrativos, la jurisprudencia ha venido exigiendo
la motivación de los mismos, es decir, la expresión for­
mal de los motivos en su texto, lo que equivale, con­
forme al artículo 9 de la Ley Orgánica de Procedimien­
tos Administrativos, a la ordenada exposición de las
razones de hecho y de derecho que sirven de funda­
mento al acto. La motivación, en esta forma, se ha
considerado COmo la condición esencial para que pueda
ejercerse el derecho a la defensa del acto administra­
tivo.

La motivación, aparte de que la exige expresamente
la Ley, con carácter general, debe estar presente en to­
do acto mediante el cual se imponga una sanción o un
reparo o se afecte un derecho subjetivo; y en general,
en los actos discrecionales, de manera que pueda ejer­
cerse el control sobre los motivos que hemos señalado,
y salvo, por supuesto, que la Ley exima expresamente
a la Administración de la obligación de motivar, lo
cual no es infrecuente.

d'. Vicios que afectan los efectos de
los actos administrativos

Pero los vicios de los actos administrativos no sólo
pueden surgir en relación a los requisitos de fondo o
forma de los mismos. sino también en cuanto a los
efectos del acto. Diversos supuestos de vicios pueden
destacarse en estos casos.

a". En relación a lQS efecros temporales
de Jos actos

En primer lugar. en relación a los efectos temporales
de los actos administrativos. Estos deben tener efectos
hacia el futuro, por lo que los actos administrativos de
efectos retroactivos estarían viciados, siendo de desta­
car, entonces, que la irretroactividad no sólo es caracte­
rística de los actos de efectos generales. sino también
de los actos de efectos particulares de carácter consti­
tutivo 111.

121. Artículo 11 de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi.
nisrrativos.

66



Pero en relación a los efectos temporales de los actos
administrativos debe señalarse que, en principio, éstos
no pueden someterse ni a condición ni a término, sus­
pensivos o extintivos, salvo que la ley lo autorice expre­
samente. Todo acto adminstrativo condicionado sin au­
torización legal, estaría viciado.

Por último, debe también señalarse que los efectos
de los actos administrativos, salvo cuando exista con­
dición resolutoria o término extintivo, se presumen in­
definidos, no pudiendo la Administración suspender di­
chos efectos a su arbitrio. Toda suspensión de efectos
de un acto administrativo no autorizada legalmente es­
taría viciada.

b", En relación a la cosa juzgada administrativa

Pero también en relación a los efectos de los actos
administrativos éstos no pueden ser dictados descono­
ciendo los efectos de otros actos administrativos que
hayan producido cosa juzgada administrativa.

En efecto, Jos actos administrativos firmes, creado­
res o declarativos de derechos a favor de particulares,
son actos irrevocables, por lo que sus efectos son obli­
gatorios y no pueden ser desconocidos ni por la propia
Administración Pública ni por los particulares. Por tan­
to, todo acto administrativo que viole la cosa juzgada
administrativa, y que por ello, implique la modifica­
ción o renovación de un acto firme irrevocable, estaría
viciado de nulidad absoluta y también seda suscepti­
ble de ser impugnado 12.2. Quedan a salvo, por supues­
to, los casos extremos y excepcionales de nulidad ab­
soluta frente a la cual no puede oponerse la irrevcea­
bilidad proveniente de la cosa juzgada administrati­
va 12.3.

122. Artículo 19, ordinal 2Q de la Ley Orgánica de Procedi­
mientos Administrativos.

123. Artículo 83 de la Ley Orgánica de Procedimientos Adminis­
trativos.



e', En relación a la ejecución de los
actos administrativos

Pero además de los vicos en cuanto a los efectos tem­
porales y en cuanto a la violación de la cosa juzgada
administrativa, los actos administrativos también pueden
resultar viciados en los medios de ejecución adoptados
por la Administración. En particular, ciertos actos ad­
ministrativos pueden ser ejecutados en forma forzosa
por vía administrativa y previa autorización legal. Por
tanto, toda ejecución no autorizada legalmente o por
medios no admitidos, estaría también viciada 124.

E. Decisión del recurso

El recurso contencioso-administrativo de anulación
concluye con una determinada decisión cuyas caracte­
rísticas reculiares deben también precisarse. En primer
lugar, e contenido de la decisión, tal como se ha seña­
lado, es la declaratoria o no de nulidad del acto ata­
cado 125. El Juez no puede reformar el acto, ni conde­
nar a la Administración, sino que debe limitarse solo
a restablecer la legalidad objetiva lesionada, declaran­
dolo nulo o no. Sin embargo, la Ley Orgánica admite
ahora que mediante un recurso de anulación se pueda
solicitar el restablecimiento de situaciones jurídicas sub­
jetivas lesionadas, tal como se regula en el artículo 131.

Ahora bien, la decisión definitiva del recurso, en rea­
lidad puede tener tres contenidos distintos: la ínadmt­
síbílídad del recurso; la improcedencia del mismo; o
la declaratoria de nulidad del acto en forma parcial o
total.

La inadmísibilídad se produce en aquellos supuestos
en que en virtud de una excepción de inadmisibiHdad
opuesta por una de las partes, el Juez constata que no
se cumplen los requisitos procesales que se han visto,
es decir, cuando no hay una adecuada legitimación
activa, cuando el acto es firme porque se ha vencido

124. Aniculo SO de la Ley Orgánica de Procedimientos Admi·
niseretivos.

125. Artículo 131 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.
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el lapso para impugnarlo. o cuando no se ha agotado
la vía administrativa. Esas condiciones de admisibili­
dad del recurso deben verificarse, en principio, al ini­
cio del procedimiento, al dictarse el auto de admisión,
y solo excepcionalmente cuando después de admitido
el recurso, se opone una excepción por una de las par­
tes. es que puede resolverse esta cuestión en la defi­
nitiva 126.

En todo caso, cuando se declara inadmisible un re­
curso, esta decisión trae como consecuencia que el acto
subsista sin problemas de legalidad. aun cuando, por
supuesto. queda vigente siempre la posibilidad de que
se oponga la excepción de ilegalidad contra los actos
firmes 127 .Esta, sin embargo, tiene que intentarse, co­
mo toda excepción, en un proceso distinto. En el su­
puesto, por ejemplo, de un acto administrativo de li­
quidación de impuestos, si este acto queda firme, y la
Administración intenta el cobro por vía judicial ordi­
naria, en ese proceso de cobro, el contribuyente puede
alegar la excepción de ilegalidad produciéndose una
especie de cuestión prejuicial para ante Jos tribunales
contenciosos, para la decisión de esta ilegalidad.

La decisión del recurso puede ser también de decla­
ratoria de improcedencia del mismo. En efecto, si el
recurso es admisible porque se han cumplido todas las
condiciones de admisibilidad, la decisión puede ser una
decisión de improcedencia de la anulación solicitada
porque el acto no tenga los vicios señalados, o porque
éstos no hayan sido probados. La decisión de la impro­
cedencia, en todo caso, tiene efectos ínter partes, es
decir, efectos relativos, lo que implica que la misma
persona, por los mismos motivos, no puede impugnar
nuevamente el acto.
. El tercer contenido posible de la decisión del recurso
es la anulación del acto teniéndose que atener el Juez
en este caso a lo alegado y probado en el proceso t!8. Por
ello, en la decisión del recurso de anulación, no puede

126. Artículo 130 d, la Ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

127, Artículo 134 d, la ley Orgánica de la Corte Suprema d,
Justicia.

128. Artículo 82 de la ley OrJ(áoica de la Corte Suprema d,
Jwticia.
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haber "ultra-petita". Esta anulación, en caso de que pro­
ceda, tiene diversos efectos, que deben determinarse
por el Juez, sobre todo los efectos en el tiempo 129. En
primer lugar. respecto del acto impugnado, la anula­
ción hace desaparecer el acto con sus efectos. Para de­
terminar el ámbito de los efectos de la anulación, según
se trate de una nulidad absoluta o de una nulidad rela­
itva. El efecto de la anulaci6n cuando se trata de un
vicio de' nulidad absoluta lOO, se extiende tanto hacia el
pasado como hacia el futuro, y debe advertirse que los
supuestos en que procede la nulidad absoluta, son de
derecho estricto, establecidos en el artículo 19 de la
Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, y
que abarcan los siguientes supuestos: la incompetencia
manifiesta, es decir, burda y evidente; los casos en que
el objeto del acto sea imposible o constituya en si
mismo un delito; los casos en que haya falta absoluta
y total del procedimiento cuando estaba exigido en la
Ley; y los casos en los cuales la Constituci6n o la Ley
declaren el acto como nulo; y cuando el acto revoque
un acto anterior creador de derechos a favor de parti­
culares.

Aparte de esos supuestos que son excepcionales, lo
normal es la anulabilidad del acto, o nulidad relativa,
produciéndose los efectos de la anulación solamente ha­
cia el futuro.

Por otra parte, respecto de los administrados, los
efectos de la anulación son siempre erga omnes, de ca­
rácter absoluto; y respecto de la Administración, esta
está obligada a tomar las medidas necesarias para que
la anulación pronunciada sea efectiva. Si por ejemplo,
el acto se ha anulado por vicios de forma, la Adminis­
tración debe corregirlos. La Ley Orgánica de la Corte
Suprema para ello, ha establecido efectivos mecanismos
para obligar a la Administración a cumplir lo decidido
por el Juez Contencioso-Administrativo 131.

129. Artículo 131 de la ley Orgánica de la Corte Suprema de
Justicia.

130. Artículo 19 de la Ley Otpnica de la Corte Suprema de
Justicia.

131. Artículos 173 y 174 de la ley Orgánica de la Corte Su­
prema de Justicia.
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7. El RECURSO CONTENCIOSü-ADMINISTRATIVO
DE PLENA JURISDlCCION

En cuanto al recurso de plena jurisdicción. se trata
también de un medio de control, no ya de la legalidad.
aun cuando pueda haber una pretensión de anulación,
sino de la legitimidad de la actividad administrativa. y
no sólo de actos administrativos, sino también de he­
chos y de relaciones jurídico-administrativas.

Estos recursos de plena jurisdicción han sido defini­
dos como medios jurídicos puestos a la disposición de
los particulares para controlar la conformidad de la ac­
tividad administrativa con el ordenamiento jurídico, y
por lo tanto, determinar la legitimidad de la actividad
de la Administración, a través del análisis de la existen­
cia o no de un título jurídico que le permita a la Ad­
mi.nis\'raciÓll actuar de una forma concreta 132.

Este recurso de plena jurisdicción, a diferencia del
de anulación, sí es propiamente una demanda: se in­
tenta contra la Administración fundado en una situación
jurídica subjetiva lesionada por la autoridad adminis­
trativa o por la actividad de la Administración y con
el objeto de que se restablezca esa situación jurídica
lesionada o se satisfaga un derecho subjetivo en par­
ticular. Por ello, en este recurso no sólo se busca im­
pugnar un acto administrativo, sino que se busca' de
la Administración otras pretensiones más allá de la sola
pretensión de anulación.

En cuanto a la legitimación, se ha señalado que en
el recurso' de plena jurisdicción debe invocarse un dere­
cho subjetivo como fundamento de la pretensión de con­
dena, que es Is que generalmente se busca. La situa­
ción jurídica subjetiva lesionada, puede tener como ori­
gen un contrato, un acto de la Administración, o una
situación jurídica objetiva violada que de lugar a un
derecho subjetivo. En particular, por ejemylo, en los
supuestos de responsabilidad extracontractua de la Ad­
ministración, o de la violación por ella de alguna ley
que dé origen a una pretensión de indemnización, la
decisión que se pide es de condena a la Administración
al pago de sumas de dinero; o al restablecimiento de la

132. Allan R. Brewer-Carfas, Las Instnuciones. •• op. cit.
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situación jurídica subjetiva lesionada. Puede darse el su­
puesto también, de pretensiones de anulación que acom­
pañen a las pretensiones de plena jurisdicción, lo que su­
cede generalmente en el contencioso contractual y en el
contencioso de la responsabilidad. Los supuestos de pre­
tensiones tendientes al restablecimiento de situaciones ju­
rídicas subjetivas lesionadas por la Administración sur­
gen, por ejemplo, en el contencioso funcionarial con
motivo de la aplicación de la Ley de Carrera Adminis­
trativa y que no se agotan en solas decisiones de anula­
ción. En efecto, en cuanto a estas últimas pretensiones
un acto administrativo de aplicación de la Ley de Ca­
rrera Administrativa impugnado implica, en la mayoría
de los casos, el que surjan pretensiones más allá de las
de anulación. En estos casos, la decisión que se preten­
de no es sólo de anulación o no del acto administrativo,
sino en realidad lo que se persigue son satisfacciones a
las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas en las
cuales se basa el recurso, lo que se produce por la con­
dena al pago de cantidades de dinero, o a través del
restablecimiento de situaciones jurídicas subjetivas le­
sionadas.

En el contencioso de plena jurisdicción, por tanto, la
decisión puede versar sobre cualquier materia jurídica­
mente útil que' se le solicite al Juez. La decisión puede
también implicar la inadmisibilidad del recurso, al igual
que en el supuesto del contencioso de anulación, cuan­
do se opongan excepciones. Esto sucede por ejemplo,
cuando la acción está prescrita o cuando no se ha cum­
plido el procedimiento administrativo previo a las de­
mandas contra la República previsto en la Ley Orgánica
de la Procuraduría General de la República. La decisión
puede contener también la declaratoria de improceden­
cia del recurso cuando se Jo declara sin Jugar. Por últí­
mo, si la pretensión es de condena, la decisión puede
también ser de tal naturaleza; e inclusive contener al.
guna decisión de anulación, si las pretensiones de con­
dena están acompañadas de alguna pretensión de anu­
lación.

Esta mezcla de pretensiones, por supuesto, tiene parti­
cular importancia en relación a los efectos de la decisión.
En efecto, la decisión de las pretensiones de condena
indudablemente que sólo tiene efectos inter partes. Sin



embargo, lo mismo no puede decirse respecto de las
pretensiones de anulación decididas en un recurso con­
tencioso de plena jurisdicción. En mi criterio, en el caso
de la pretensión de anulación exclusivamente, la deci­
sión tendría que ser una decisión con efectos erga om­
nes, a pesar del recurso de J?lena jurisdicción en el cual
se decide. Lo contrario sena lesionar la legalidad ob­
jetiva.
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